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PRESEN
TACIÓN

E
En el Reporte CESOP número 104, correspondien-
te al mes de marzo, nuestros lectores y opinión 
pública en general hallarán cuatro artículos dedi-
cados a la “transparencia y la rendición de cuen-
tas”, temas que no solamente encuentran eco 
en lo coyuntural, sino que merecen atención y 
son de gran importancia tanto para la agenda le-
gislativa como para la opinión pública de nuestro 
país. 

Transparencia electoral en México, recorrido his-
tórico y evolución, revisa la relación entre trans-
parencia, elecciones y legitimidad democrática 
como elemento fundamental del Estado cons-
titucional. En este sentido, el autor analiza la 
transparencia en los procesos electorales, para 
lo cual lleva a cabo un recorrido sobre las insti-
tuciones electorales y su evolución en México. 
Asimismo, examina las nuevas leyes de transpa-
rencia aprobadas en 2015, las nuevas obligacio-
nes de los partidos políticos y su impacto en la 
participación ciudadana. 

Sistema Nacional Anticorrupción, retos y desa-
fío realiza un análisis de este n uevo organismo 
en México y su estructura. Se exponen algunos 
casos y experiencias internacionales para crear 
re  exiones sobre la implementación de una cul-
tura de transparencia y rendición de cuentas. 
Aborda el delicado tema del presupuesto dispo-
nible para la puesta de este sistema. Muestra los 
efectos negativos en términos de impacto so-

cial y económico de la corrupción. Finalmente, 
presenta unas breves consideraciones sobre el 
desempeño de la Auditoría Superior de la Fede-
ración. 

En el artículo desafíos en la instrumentación y 
coordinación de los sistemas de transparencia 
y anticorrupción, el autor expone el proceso 
evolutivo desde la génesis del Sistema Nacional 
Anticorrupción hasta las leyes que lo con  guran, 
así como los retos que deberá enfrentar a partir 
de su instalación formal, como es el caso de su 
limitado esquema de recursos  nancieros. Por 
último, se aborda el tema de la creación de la 
Fiscalía Especializada en Materia de Delitos Re-
lacionados con Hechos de Corrupción y la elec-
ción de su fututo titular. 

En Sistema Nacional Anticorrupción como me-
canismo de rendición de cuentas, se realiza una 
re  exión de la instauración del Sistema Nacional 
Anticorrupción que entrará en funciones antes 
de que concluya el primer semestre de 2017. El 
artículo pretende exponer algunas de las pro-
blemáticas más sensibles en el fenómeno de 
la corrupción en México, e intenta aportar ele-
mentos frente a los retos del nuevo organismo. 
Finalmente se exponen algunos criterios evalua-
dos en la encuesta “Transparencia y rendición de 
cuentas 2016” del CESOP que pudieran aplicarse 
en la búsqueda del buen funcionamiento del sis-
tema anticorrupción. 
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El lector tiene en sus manos un estudio so-
bre la transparencia electoral en México. 
Constituye un recorrido sobre las institucio-
nes electorales y su evolución en México. 
Además, revisa las leyes de Transparencia 
aprobadas en 2015 y las nuevas obligacio-

nes de los partidos políticos.

Introducción
La relación entre transparencia, elecciones y le-
gitimidad democrática es una cuestión funda-
mental en el Estado constitucional. La con  anza 
en las instituciones y en los procedimientos 
electorales son elementos necesarios para la le-
gitimidad de su resultado y del propio régimen 
democrático […] La vinculación entre transpa-
rencia y democracia ha sido ampliamente ex-
plorada por la doctrina y existe un consenso 
general en la función de la transparencia —en-
tendida como la maximización del principio de 
publicidad de los actos públicos— como parte 

del sistema de control del poder que garantiza 
los derechos fundamentales, fomenta la delibe-
ración pública y la vigencia del propio régimen 
democrático. No es necesario, para efecto de 
esta exposición, ahondar en ello, basta reiterar 
que, como lo a  rma Ernesto Garzón Valdés,1 “lo 

1 Ernesto Garzón Valdés (Córdoba, Argentina, 17 de febrero 
de 1927) es  lósofo del derecho,  lósofo moral y  lósofo 
político. Intermediario entre la  losofía alemana contempo-
ránea y la  losofía del derecho hispanoamericana. Autor de 
diversos libros y un gran número de artículos publicados en 
más de cinco idiomas y en más de 20 países. Sus trabajos 
han in  uido a varias generaciones de juristas europeos y 
latinoamericanos. En línea: [http://biblioteca.itam.mx/estu-
dios/estudio/letras15/rese3/sec_1.html]

T R A N S P A R E N C I A 
E L E C T O R A L  E N  M É X I C O

R E C O R R I D O  H I S T Ó R I C O
Y  E V O L U C I Ó N

“Una nación sin elecciones libres es una nación 

sin voz, sin ojos y sin brazos.”

Octavio Paz

Santiago Michele Calderón Berra*

La relacLa
gitimidag
mental m
en las en las 

* Maestro en ciencias de la comunicación, con especiali-
dad en comunicación política y opinión pública. Línea de 
investigación: opinión pública. Correo electrónico: santiago.
calderon@congreso.gob.mx

Sistema Nacional Anticorrupción
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que caracteriza a lo público es la transparencia” 
y la publicidad de los actos de las autoridades 
públicas “se convierte en un elemento esencial 
de todo Estado de derecho”.2 

Evolución de las instituciones 
electorales en México
Atendiendo al Manual del participante de las au-
toridades electorales en México, publicado en 
2011:

Las elecciones son el fundamento de la democracia 

representativa. La tarea de organizar y garantizar que 

las elecciones sean auténticas y respeten la voluntad 

ciudadana está en manos de las autoridades electo-

rales. Los países democráticos tienen distintos tipos 

de autoridades electorales. Su historia, tipo de demo-

cracia, contexto social y político determinan el diseño 

particular que adopta cada país. En las democracias 

europeas es común encontrar que las elecciones son 

organizadas por una o  cina que depende del poder 

ejecutivo. En América Latina, en cambio las eleccio-

nes son generalmente organizadas por un organismo 

autónomo o incluso por un cuarto poder. Tanto en 

Europa como en América Latina, las elecciones son 

generalmente revisadas o cali  cadas por el poder ju-

dicial, a través de tribunales constitucionales, espe-

cializados o de otras materias.3 

Para exponer la historia de las organizaciones 
electorales en México, sirva el Cuadro 1, donde 
se reseña desde 1917 hasta 2014.

La transparencia electoral en México
En el Diccionario electoral legal y derecho pro-
cesal electoral, Flavio Galván Rivera, magistra-
do del TEPJF y autor de la obra, indicó que “la 
transparencia, credibilidad y con  anza en las 
elecciones son un principio rector vigente en la 
legislación mexicana, por lo cual es necesario 
que los partidos políticos y las instituciones es-

2 Salvador O. Nava Gomar, “La transparencia en las eleccio-
nes y la comunicación judicial”, Universidad Nacional Autóno-
ma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas, Revista 
Mexicana de Derecho Electoral, núm. 3, enero-junio de 2013, 
México, pp. 349-364. En [https://revistas.juridicas.unam.mx/
index.php/derecho-electoral/article/view/10016/12044] (fe-
cha de consulta: 17 de febrero de 2017).
3 Centro de Capacitación Judicial Electoral, Manual del par-
ticipante, autoridades electorales en México, Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación, 2011. En línea 
[http://www.te.gob.mx/ccje/Archivos/manual_autoridades.
pdf] (fecha de consulta: 10 de marzo de 2017). 

tén a la altura de la normatividad que se ha con-
feccionado para hacerlo prevalecer”.4 

El concepto de transparencia en México tie-
ne origen en 1977, con la reforma al artículo 6° 
constitucional que establece: “el derecho a la in-
formación será garantizado por el Estado”,5 pero 
es hasta 1988 que la transparencia en México 
incluye al ámbito electoral, siendo que desde  -
nales de la década de 1970 se vivía una crisis 
política derivada de la descon  anza en las insti-
tuciones gubernamentales.

La elección presidencial de 1988 se vio entur-
biada por la “caída del sistema”, que  nalmente 
marcó la ruta hacia la “transparencia electoral” 
en México, ya que provocó intensas movilizacio-
nes populares, y sobre todo la toma de concien-
cia entre la población y la visibilización de que la 
participación ciudadana en la vida pública y el 
voto posibilitan el cambio.

El reclamo social de unos comicios irrefutables, 
pertinentes y acertados, así como el apremio de 
un país más democrático, derivaron en la crea-
ción de instituciones y sus herramientas para 
darles certeza. En 1991 se creó el Sistema de 
Información de los Resultados Electorales Pre-
liminares (SIRE), y en 1994 el Programa de Re-
sultados Electorales Preliminares (PREP),6 y el 
Instituto Federal Electoral (IFE) —hoy Instituto 
Nacional Electoral (INE)—, mecanismos a través 
de los cuales se logró reducir el tiempo de con-
teo en los Consejos Distritales, y dotar de mayor 
certeza a los resultados electorales, con el plus 
de la transparencia.

La elección presidencial de 2006 se considera 
la más competida y cerrada en la historia con-
temporánea de México,7 con una diferencia de 

4 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, “La 
transparencia en los procesos electorales garantiza la par-
ticipación ciudadana: magistrados”, 2014. En [http://portal.
te.gob.mx/noticias-opinion-y-eventos/boletin/0/99/2014] 
(consulta: 15 de marzo de 2017).
5 Diario O  cial de la Federación, 6 de diciembre de 1977. En
[http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_
ref_086_06dic77_ima.pdf] (fecha de consulta: 3 de marzo 
de 2017). 
6 PREP 2000, “Conteo rápido”, Instituto Federal Electoral, 2002. 
En [http://www.ine.mx/documentos/PREP/prep/memorias/li-
broprep2000.pdf] (fecha de consulta: 17 de febrero de 2017).
7 Jaime Cárdenas Gracia, “El proceso electoral de 2006 y las 
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Cuadro 1. Historia del Instituto Federal Electoral. La organización 
de las elecciones en México antes de la creación del IFE (1917-1987)*

La organización de las elecciones en México antes de la creación del IFE (1917-1987) 

1917 
“La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgada el 5 de febrero de ese año, instituye a la Junta Empadronadora, las 

Juntas Computadoras Locales y los Colegios Electorales como organismos encargados de organizar y calificar los procesos para elegir al 

Presidente de la República y los miembros del Congreso de la Unión.” 

1946 
“El Presidente Manuel Ávila Camacho promulga la Ley Federal Electoral y crea la Comisión Federal de Vigilancia Electoral, conformada por 

el Secretario de Gobernación y otro miembro del gabinete, un diputado, un senador y dos representantes de los partidos políticos con mayor 

relevancia. De igual forma, la Ley ordena la creación de comisiones electorales locales y el Consejo del Padrón Electoral.” 

1951 “El Congreso de la Unión aprueba reformar la Ley Federal Electoral para que la Comisión Federal de Vigilancia Electoral pueda arbitrar el 

registro de nuevos partidos políticos y emitir constancias de mayoría.” 

1973 “Desaparece la Comisión Federal de Vigilancia Electoral y, en su lugar, el Congreso de la Unión aprueba la creación de la Comisión Federal 

Electoral. En este órgano participan con voz y voto, los representantes de todos los partidos políticos con registro legal.” 

1977 

“El Gobierno Federal expidió la Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LOPPE), cuya principal aportación fue permitir el 

ingreso a la vida institucional de fuerzas políticas ‘no incluidas’ y propiciar su representación en los órganos legislativos. La Comisión quedó 

conformada por el Secretario de Gobernación, un representante de cada una de las cámaras legislativas, un representante de cada partido 

político con registro y un notario público.” 

1987 “El Congreso de la Unión realizó una reforma Constitucional para introducir el criterio de representación proporcional en la integración de 

la Comisión Federal Electoral.” 
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243,934 votos,8 entre Felipe Calderón Hinojo-
sa (35.89%) y Andrés Manuel López Obrador 
(35.31%). Esta jornada reavivó el debate nacio-
nal sobre el tema de la transparencia electoral, 
como consecuencia de los resultados entre el 
candidato del Partido Acción Nacional y el de la 
Revolución Democrática, con apenas una dife-
rencia de 0.58%.9 El resultado fue que 

en la etapa de resultados y declaración de validez de 

las elecciones, la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) recibió y 

resolvió 376 juicios de inconformidad dirigidos a con-

trovertir los resultados de los cómputos distritales 

de la elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos; de los cuales 240 fueron interpuestos por 

la Coalición por el Bien de Todos —integrada por los 

partidos políticos de la Revolución Democrática, del 

reformas electorales necesarias constitucionales”, Revista 
Mexicana de Derecho Constitucional, núm. 16. En línea [https://
revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucio-
nales/article/view/5787/7627] (consulta: 13 de marzo de 2017).
8 Elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
Cómputos distritales de las elecciones federales de 2006. 
Resultados nacionales y por entidad federativa. En [http://
www.ine.mx/documentos/Estadisticas2006/presidente/nac.
html] (consulta: 1 de marzo de 2017).
9 Ibidem. 

Trabajo y Convergencia—, 133 por el Partido Acción 

Nacional, y 3 incoados por ciudadanos”.10

 
Sobre las solicitudes de información, el Institu-
to Federal de Acceso a la Información Pública 
(IFAI) declaró no contar con la competencia para 
resolverlas. El Instituto Federal Electoral (IFE) ar-
gumentó que el acceso a las boletas sólo podría 
darse en ciertos casos y a través de una orden 
judicial. El 25 de abril de 2007, la Sala Supe-
rior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, al resolver los expedientes SUP-
JDC-10/2007 y SUP-JDC-88/2007, concluyó que el 
acceso a las boletas era imposible debido a que 
si la legislación aplicable dispone la destrucción 
de las boletas una vez  nalizado el proceso elec-
toral, jurídicamente las boletas no tienen la cali-
dad de información disponible. Esta resolución 

10 María Elizondo, José Rodríguez y José A. García, “¿Es 
jurídicamente factible el acceso a las boletas electorales ba-
sado en la transparencia y el derecho a la información?”, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Na-
cional Autónoma de México, 2007. En [http://www.juridicas.
unam.mx/publica/librev/rev/qdiuris/cont/5/cnt/cnt3.pdf]; 
“IV. Compendio del Informe Anual de Labores del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación”, en Informe 
Anual de Labores 2006, México, p. CI (consulta: 24 de fe-
brero de 2017).

* Instituto Nacional Electoral, Historia del Instituto Federal Electoral. En [http://www.ine.mx/archivos3/portal/his-
torico/contenido/menuitem.cdd858023b32d5b7787e6910d08600a0/] (consulta: 22 de febrero de 2017).
Fuente: Instituto Nacional Electoral, Historia del Instituto Federal Electoral. En [http://www.ine.mx/archivos3/
portal/historico/contenido/menuitem.cdd858023b32d5b7787e6910d08600a0/].

Una nueva autoridad electoral de carácter nacional:  Instituto Nacional Electoral 

2014 

o “La reforma constitucional en materia política-electoral, publicada el 10 de febrero de 2014 rediseñó el régimen 

electoral mexicano y transformó el Instituto Federal Electoral (IFE) en una autoridad de carácter nacional: el 

Instituto Nacional Electoral (INE), a fin de homologar los estándares con los que se organizan los procesos 

electorales federales y locales para garantizar altos niveles de calidad en nuestra democracia electoral. 

o Además de organizar los procesos electorales federales, el INE se coordina con los organismos electorales locales 

para la organización de los comicios en las entidades federativas. 

o El Consejo General del INE se compone de 11 ciudadanos elegidos por la Cámara de Diputados. Uno de ellos funge 

como Consejero Presidente y los 10 restantes como Consejeros Electorales. 

o El INE cuenta con un Servicio Profesional Electoral Nacional (SPEN) para asegurar la imparcialidad y profesionalismo 

de todos los funcionarios que participan en la organización de elecciones, tanto a nivel federal como local. 

o El Consejo General del INE designa a los consejeros de los organismos electorales locales y puede asumir funciones 

que le corresponden a dichos institutos en los casos que la Ley prevea. 

De acuerdo con la reforma constitucional, entre las funciones principales del INE se encuentran las siguientes: 

1. Organizar la elección de los dirigentes de los partidos políticos a petición de estas organizaciones. 

2. Garantizar que los candidatos independientes tengan acceso a tiempos del Estado en radio y televisión, para que puedan 

difundir sus campañas. 

3. Verificar que se cumpla el requisito mínimo (2% de la lista nominal) para solicitar el ejercicio de las consultas populares y 

realizará las actividades necesarias para su organización, incluido el cómputo y la declaración de resultados. 

4. Fiscalizar los recursos de los partidos políticos a nivel federal y local en forma expedita, es decir, en el transcurso de las campañas 

y no una vez que terminen.” 
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cuenta con el sustento de criterios del derecho 
internacional, con relación a la secrecía del voto, 
ya que no es jurídicamente factible el acceso a 
las boletas electorales con base en la transpa-
rencia y el acceso a la información.11

 
Los procesos y los resultados electorales de 
1988 y 2006 dieron origen a varias reformas 
orientadas a la transparencia electoral, y enfo-
cados a los resultados y a los cómputos de la 
elección.

En 2015 el comisionado Francisco Javier Acuña, 
del Instituto Nacional de Transparencia, señaló que:

El Instituto Nacional Electoral (INE) es la autoridad 

encargada de vigilar el cumplimiento de las obliga-

ciones de trasparencia de los partidos y las institu-

ciones electorales, previstas en la Ley General de 

Partidos Políticos (LGPP). Expuso que la Ley General 

de Transparencia prevé 48 obligaciones generales y 

30 espe cí  cas para los partidos políticos e institucio-

nes electorales, como el INE y el Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación; es decir, 78 obliga-

ciones a niveles nacional y local.12 

Debemos tener en cuenta que en México 99% 
de los recursos recibidos por los partidos políti-
cos proviene del erario (Grá  ca 1).

El dictamen aprobado en el pleno del Senado 
sobre la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública (LFTAIP):13 

[…] introduce los estándares en materia de transparen-

cia y acceso a la información a los que estarán sujetos y 

deberán atender los poderes ejecutivo, legislativo, y judi-

cial, así como los órganos autónomos y otras institucio-

nes como sindicatos y partidos políticos en los estados 

y la federación. Por su parte, la LFTAIP establece las bases 

11 Elizondo, Rodríguez y García, op. cit., (fecha de consulta: 
28 de febrero de 2017).
12 Centro de Investigación para el Desarrollo AC (CIDAC), “Los 
retos de implementar una ley de transparencia”. En [http://
cidac.org/los-retos-de-implementar-una-ley-de-transparen-
cia/] (consulta: 2 de marzo de 2017).
13 El Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
decreta: Se abroga la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental y se expide 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública. Fecha de aprobación: 21 de abril de 2016. 
En [http://www.dof.gob.mx/avisos/2493/SG_090516/
SG_090516.html]

necesarias para homologar y consolidar los criterios de 

transparencia, así como las responsabilidades estipula-

das para los sujetos obligados federales. Dicha legisla-

ción deberá de estar en sintonía con la Ley General, de 

forma que puedan regular y estructurar el marco nor-

mativo a nivel federal en cuestiones de transparencia y 

acceso a la información. Es decir, ambas leyes deberán 

establecer obligaciones, derechos, y facultades para los 

sujetos obligados y para el Instituto Nacional de Trans-

parencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales (INAI), órgano garante del sistema. 

Las obligaciones de transparencia se declaran en 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública y sus Bases de Interpretación y 
Aplicación, así como del Reglamento del Instituto 
en la materia. Recomendación acerca de la norma-
tividad en materia de transparencia, de la cual los 
partidos políticos, en su carácter de sujetos obliga-
dos directos podrían iniciar la integración o ubica-
ción de la información señalada en la fracción, para 
posteriormente encontrarse aptos para una transi-
ción armónica a la Ley General de Transparencia. 
En el artículo 70 contiene un listado de 48 rubros 
de información que deberá ser publicada por los 
sujetos obligados. Además, que en los artículos 70 
al 79 contempla de manera especí  ca rubros para 
sujetos obligados, por ejemplo, para los partidos 
políticos (artículo 76) incluye un listado de 30 ru-
bros adicionales.14 

Participación ciudadana 
y transparencia electoral
Para discurrir sobre este apartado reproduci-
remos la conferencia magistral impartida por 
el doctor Francisco Guerrero en el Foro de 
Transparencia 2016, realizada por el Centro de 
Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cá-
mara de Diputados. En ella, el doctor destacó 
la importancia de los teléfonos inteligentes en la 
construcción de la democracia y su incidencia 
sobre ella. Su relevancia deriva del acceso a las 
redes sociales, pues facilitan la participación y, 
sobre todo, porque permite conectarnos; aun-
que la impresión que tiene el ponente es que los 
ciudadanos están “desconectados”. Los ciuda-
danos están conectados entre ellos, pero están 
desconectados con las élites políticas, con los 
gobiernos, con los partidos y con aquellos que 
toman decisiones.

14  Idem. 
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Fuente: “Los retos de implementar una ley de transparencia”. En [http://cidac.org/los-retos-de-implementar-una-ley-
de-transparencia/].

Grá  ca 1. Cronología de la transparencia en México

El doctor Guerrero ejempli  có con las elecciones 
trascendentes que se llevaron a cabo en 2016: el 
Brexit, el referéndum sobre la paz en Colombia y 
la peculiar jornada electoral de Estados Unidos, 
enfrentando a Hillary Clinton y Donald Trump. 
Las encuestas, los espacios de opinión, los es-
pecialistas hicieron tres pronósticos en torno a 
las tres grandes elecciones de este año y, se 
equivocaron, debido a que partieron de premi-
sas falsas y de información imprecisa. 

Comentó que esto es debido a que lo que se 
expone en los medios y en las redes sociales no 
necesariamente conecta o representa la realidad 
que se vive en las calles, en los barrios, en el 
campo, en las universidades o en los centros re-
creativos; y esta desconexión persiste. Esto se 
debe a que los jóvenes externaron su crítica pero 
únicamente vía las redes, pero les faltó actuar, 
salir a las calles para completar la ecuación po-
lítica. Lo que sí es algo central y fundamental es 
salir a votar.

Para que un país se pueda asumir como demo-
crático existen dos grandes condiciones. La pri-
mera: que tenga la capacidad de poder instalar 
desde el punto de vista operativo sus mesas de 
votación, sus casillas. Si no se instalan las casillas 
no hay votación. Los que hemos organizado elec-
ciones siempre sufrimos mucho en el lapso que 

trascurre entre las siete y las nueve de la mañana 
porque es cuando viene el primer reporte. Y si el 
reporte indica que ya se instaló el 99%, signi  ca 
que ya hay votación, hay juego democrático.

El segundo elemento es que el votante pueda 
hacerlo en secreto, que pueda ejercer su voto en 
secrecía. Pero, ¿por qué importa tanto la secre-
cía? Porque la secrecía impide que nos compren 
el voto, que yo pueda venderlo o, incluso, si me 
dieron despensas o elementos para coaccionar 
mi voto, que al  nal del día yo decida por quién 
quiero votar. Estos dos elementos, la instalación 
de mesas electorales y la secrecía del voto, está 
cumpliéndose virtualmente en casi todo el con-
tinente americano. Hay algunas excepciones, 
pero en términos generales la gente sabe que 
puede votar, y la gente sabe que su voto puede 
cambiar las cosas. 

El tercer elemento es la alternancia; es el meca-
nismo más grande de rendición de cuentas y de 
control que tiene el ciudadano.

Ahora —y éste es un gran elemento para re  exio-
nar—: ¿están los ciudadanos recibiendo toda 
la información? ¿El mecanismo de rendición de 
cuentas, el de auditorías, el de construcción de un 
sistema anticorrupción está siendo alimentado por 
información precisa, clara,  dedigna, verídica?

2002 2010 Mayo de 2015 Noviembre de 2015

Ley Federal de
Transparencia y
Acceso a la
Información
Pública
Gubernamental.
Se crea el IFAI.

Ley Federal de
Protección de Datos
Personales.

Ley Federal de
Transparencia y Acceso
a la Información
Pública.
El IFAI pasa a ser INAI.

Senado aprueba la Ley
Federal de Transparencia y
Acceso a la Info rmación
Pública Gubernamental y se
deroga la ley de 2002.
Actualmente se discute en la
Cámara de Diputados.
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Galván Rivera, magistrado del TEPJF expresó que 
“la democracia es un sistema de vida sustenta-
do en el constante y permanente mejoramiento 
político, económico y social, situación que exige 
a los impartidores de justicia crear los mecanis-
mos que garanticen de mejor manera la pro-
tección de los derechos político-electorales del 
ciudadano”.15 

Conclusiones
Se debe fomentar la participación ciudadana, 
con la intención de que el ciudadano cuente con 
elementos jurídicos válidos, que fomenten la 
transparencia y la mejora en el sistema electoral 
mexicano.

15 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
op. cit. 

Mayor transparencia y rendición de cuentas, limitar 
la información reservada y hacer público lo que se 
hace con los fondos públicos bene  ciará a la de-
mocracia mexicana y, por ende, a sus instituciones.

La transparencia debe abarcar más institucio-
nes y eliminar procedimientos burocráticos an-
quilosados. Es necesario dar mayor autonomía 
constitucional al Instituto Nacional de Acceso a 
la Información Pública (INAI) y obligar a que los 
procedimientos de deliberación sean públicos. 
Los ahora, sujetos obligados, tales como los 
partidos políticos, sindicatos, organismos em-
presariales, entre otros, deben democratizarse 
para estar al servicio de los ciudadanos.

* Centro de Investigación para el Desarrollo AC (CIDAC), “Los retos de implementar una ley de transparencia”.  En 
[http://cidac.org/los-retos-de-implementar-una-ley-de-transparencia/] (consulta: 7 de marzo de 2017).
Fuente: “Los retos de implementar una Ley de Transparencia”. En [http://cidac.org/los-retos-de-implementar-una-
ley-de-transparencia/].

Grá  ca 2. Retos en torno a la transparencia en México*



11

Contexto internacional: 
gobierno abierto
La corrupción es un problema global que amena-
za las  nanzas públicas, el orden jurídico, pone 
en peligro la seguridad social e impide reducir 
la pobreza,1 ante ello la comunidad internacional 
ha planteado diversas propuestas.

La Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción (UNCAC) sugiere reforzar los regímenes 
jurídicos y reglamentarios de cada país como una 

* Licenciada en derecho por la UNAM. Investigadora-asistente 
de la Subdirección de Opinión Pública del Centro de Estu-
dios Sociales y de Opinión Pública. Líneas de investigación: 
gestión administrativa parlamentaria, reforma del Estado, 
derecho, instituciones y procesos legislativos. Correo elec-
trónico: gmorales@cesop.mx.
** Licenciado en derecho por la UNAM. Líneas de investigación: 
derechos de la infancia, derechos humanos de las personas 
con discapacidad, instrumentos en torno a la no discrimina-
ción. Correo electrónico: marcos_palafox@hotmail.com
1 Auditoría Superior de la Federación, “Autonomía e inde-
pendencia, 2011”. En [http://www.asf.gob.mx/uploads/61_
Publicaciones_tecnicas/Autonomia_web.pdf] (consulta: 
marzo de 2017). 

alternativa que incluya la prevención y tipi  car for-
mas de corrupción más frecuentes en el sector 
público y privado guiados por los siguientes ob-
jetivos: I) adoptar medidas para prevenir y com-
batir de forma e  caz y e  ciente la corrupción, así 
como el fortalecimiento de las normas existentes; 
II) fomentar la cooperación internacional y la asis-
tencia técnica en la prevención y lucha contra la 
corrupción, y III) promover la integridad, la obliga-
ción de rendir cuentas y la debida gestión de los 
asuntos y bienes públicos.2

2 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
(ONU). Secretaría de la Función Pública. En [http://www.pro-
gramaanticorrupcion.gob.mx/index.php/participacion.html] 
(consulta: marzo de 2017).

S I S T E M A  N A C I O N A L
A N T I C O R R U P C I Ó N

R E T O S  Y  D E S A F Í O S

Ma. Guadalupe S. Morales Núñez* 
Marco Palafox Reyes**

“Un ambiente libre de corrupción 

es, por naturaleza, un bien público.” 

OCDE, 2015

L
La corruLa
za las  za
en peligen
la pobrela pobre
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La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA)3 es 
una plataforma internacional de integración 
voluntaria por gobiernos que buscan obtener 
compromisos a partir de la corresponsabilidad 
permanente con los sectores de la sociedad. 
Está conformada por 65 países y plantea un nue-
vo modelo de gobernanza con el propósito de 
recuperar la con  anza de los ciudadanos en las 
instituciones, en el que cada país asume el com-
promiso de implementar un plan de acción bajo 
cuatro principios fundamentales: transparencia, 
participación ciudadana, rendición de cuentas e 
innovación tecnológica.

Avances y retos de la agenda 
de gobierno abierto 
en México (PA 2015)
México ocupa la posición 42 en la clasi  cación 
global de 102 países cali  cados en cuatro dimen-
siones de gobierno abierto: 1) leyes publicadas 
y datos gubernamentales; 2) derecho a la infor-
mación; 3) participación cívica; 4) mecanismos 
de queja. En cuanto a su desempeño, logró una 
puntuación de 0.56, mientras que Suecia, Nueva 
Zelanda y Noruega ocupan los primeros lugares 
con una puntuación de 0.81, en contraste con 
Myanmar (Birmania), Uzbekistán y Zimbabue, 
que comparten la cali  cación de 0.32 de evalua-
ción y ocupan los últimos lugares en el orden.4 

Actualmente, México es un importante referen-
te internacional en materia legislativa para ga-
rantizar el derecho de acceso a la información 
(DAI). Desde la publicación de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental (2012), la reforma constitucional 
(febrero de 2014) y la reforma a la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica (abril de 2015), nuestra nación integra un 
progreso legislativo e institucional importante 
encaminado a dotar de mayores garantías al de-
recho de acceso a la información y para ampliar 
su ejercicio más allá del ámbito del Poder Ejecu-
tivo federal.

3 México asume la presidencia de la Alianza para el Gobier-
no Abierto (OGP), septiembre 30 de 2014. Secretaría de Re-
laciones Exteriores, Boletín Informativo núm. 75, “La política 
de derechos humanos de México. En [https://embamex.sre.
gob.mx/eua/images/pdf/boletines/027_Boletn75.pdf] (con-
sulta: marzo de 2017).
4 Open Government Index 2015 Report, World Justice Pro-
ject. En [http://worldjusticeproject.org/sites/default/files/
ogi_2015.pdf] (consulta: marzo de 2017). 

 
  

Respecto al tema de rendición de cuentas, la re-
forma constitucional (2015) que da paso al Sis-
tema Nacional Anticorrupción busca coordinar y 
homologar las acciones y políticas en los tres ór-
denes de gobierno (federal, estatal y municipal) 
en la prevención, detección y sanción de actos 
de corrupción.

Es contrastante que frente a los retos en mate-
ria de combate a la corrupción, el proceso legis-
lativo para su materialización constitucional se 
enfrentó a una dinámica de análisis y delibera-
ciones en ambas cámaras, que inició en la LXII 
Legislatura (2013) y concluyó el 21 de marzo de 
2015, en que se aprobó el decreto. El voto apro-
batorio de 24 congresos permitió la declaratoria 
constitucional para su publicación en el DOF, el 
27 de mayo de 2015.5

 
Los avances de México en la implementación de 
los compromisos se muestran principalmente en 
la variable de acceso a la información; sin em-
bargo, el rubro rendición de cuentas presenta un 
avance menor (Grá  ca 1).

Aun con las acciones derivadas del compromiso 
ante la alianza (AGA) y los avances legislativos, per-
siste una con  ictividad en términos de corrupción 
y con  anza. El Índice de Percepción de la Co-
rrupción 2014 ubica a México en el lugar 103, de 
entre 175 países, con una puntuación de 35/100. 
No debemos perder de vista que el Índice de Per-
cepción de la Corrupción se mide en una escala 
de 0 a 100. Mientras más cercano a cero, mayor 
corrupción; a mayor cercanía con 100, mayor lim-
pieza. Entonces 0 indica el nivel más alto de co-
rrupción y 100 la ausencia de corrupción.

Existe un incremento signi  cativo de casos públi-
cos de corrupción, ya que la falta de consecuencias 
por las irregularidades cometidas por servidores 
públicos continúa teniendo una presencia impor-
tante en la agenda pública nacional. Aumenta la 
impunidad y se reproduce el ciclo de corrupción, 
tal como lo muestra el estudio de Transparencia 
Internacional, que cali  ca la impunidad de los de-
litos de corrupción cometidos por servidores pú-
blicos. En México es de 99 por ciento.

5 Sistema de Información Legislativa. En [http://sil.goberna-
cion.gob.mx/Librerias/pp_ReporteSeguimiento.php?SID=&
Seguimiento=3058299&Asunto=3058061] (consulta: marzo 
de 2017).
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Un estudio realizado en 2016 por la doctora María 
Amparo Casar expone que la impunidad y corrup-
ción son problemas sistémicos y transversales 
sobre los que no se ha actuado. La cifra negra 
—el porcentaje de delitos de corrupción cometi-
dos pero no castigados— es similar a la del resto 
de las violaciones a la ley: 95%; y de manera pa-
radójica, México está dentro de las primeras 20 
economías del mundo y dentro de los 20 países 
con servidores públicos más corruptos.

Mientras que la mayoría de los países latinoame-
ricanos similares subieron lugares en la clasi  -
cación al ser percibidos como menos corruptos, 
México no sólo retrocedió, sino que cayó drás-
ticamente al pasar del lugar 72 al 95, en siete 
años. Es posible que una mayor exposición pú-
blica de los actos de corrupción conduzca a un 
aumento en la percepción, aunque los delitos se 
mantengan constantes, pero las cifras revelan 
que los esfuerzos anticorrupción en México no 
han funcionado; y, dado que el fenómeno de la 
corrupción es multifactorial, el diseño de la po-
lítica para combatirlo tiene que ser multidimen-
sional.6

Un factor más en la situación de corrupción e 
impunidad es el que genera descon  anza en la 

6 María Amparo Casar, México: Anatomía de la corrupción, 
2ª ed., México, 2016. En [http://imco.org.mx/wp-content/
uploads/2016/10/2016-Anatomia_Corrupcion_2-Documen-
to.pdf] (consulta: marzo de 2017).

voluntad del gobierno para imponer la legalidad, 
que “no sólo se limita al Ejecutivo federal, sino 
a otras esferas políticas, tales como los parti-
dos políticos, diputados y gobiernos estatales, 
y en las entidades federativas las percepciones 
de corrupción varían, pero no hay estado que 
muestre buenas cali  caciones”.7

 
El informe MRI explica que México cuenta con un 
marco jurídico débil para la prevención y control 
del con  icto de interés, impunidad y debilidad en 
las investigaciones, por lo que se debe enfrentar 
la corrupción en los altos niveles de gobierno, 
tanto en el ámbito federal como el estatal y otras 
ramas del gobierno. Si estas acciones devienen 
del Plan de Acción AGA, Para que contribuyan a 
aumentar la credibilidad y restaurar la con  an-
za en el gobierno, las acciones deben dirigirse 
hacia la probidad y ética en todos los niveles 
de gobierno, así como enfocarse a cinco temas 
prioritarios —para ser considerados en el si-
guiente Plan de Acción— que son: 1) combate 
a la corrupción; 2) seguridad, justicia y Estado 
de derecho; 3) calidad de la educación; 4) salud 
pública y 5) empleo.8 

7 México Informe de Avance 2013-3015, Mecanismo de Re-
visión Independiente (MRI), Centro de Contraloría Social y Es-
tudios de la Construcción Democrática (CCS/CIESSAS). Open 
Govermentet Partnership, p. 95, en [www.opengovpartner-
chip.org/sities/default/  les/Mexico-2nd%2OIRM%20report_
 nal_1-pdf] (consulta: marzo de 2017).

8 Ibid., p. 96 (consulta: marzo de 2017).

   
  

Grá  ca 1. Avance de compromisos para garantizar 
el derecho a la información

0% 20% 40% 60% 80% 100%

Tecnología e innovación

Rendición de cuentas

Participación ciudadana

Acceso a la información

Fuente: Open Government Partnership, en [https://www.opengovpartnership.org].
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Experiencia internacional 
en la implementación 
de un Sistema Anticorrupción
Durante el Foro Transparencia y Rendición de 
Cuentas, la maestra Vanessa Silveyra9 explicó 
que países como Dinamarca, Finlandia y Norue-
ga, cuentan con un modelo de control de la co-
rrupción, así como los países del Reino Unido, 
que considera los más relevantes de la OCDE y del 
G-20, debido a que reportan las mejores evalua-
ciones en 2015.

El caso de Finlandia, por ejemplo, ha sido cali-
 cado como el país menos corrupto del mundo 
y mantiene un modelo de buen gobierno con un 
alto nivel de respeto al medio ambiente; si bien 
en su sistema han vivido casos de deshonesti-
dad sistémica de alto per  l, no se trata de una 
 gura homóloga a la de la corrupción, sino son 
ejemplos de mala práctica en la comunidad em-
presarial que impactaron en la opinión pública.

Los factores que justi  can el modelo  nlandés 
tienen que ver con su noción de sociedad igua-
litaria; los funcionarios gozan de prestigio y bue-
nas remuneraciones debido a que la carrera de 
empleado público es respetada y no se exponen 
a ser acusados por deshonestidad y ser exclui-
dos de los círculos sociales normales, lo que 
constituye un e  caz factor de disuasión contra 
la corrupción. A saber, los partidos políticos reci-
ben  nanciamiento público.

La transparencia y apertura son los principios 
más importantes en la administración pública de 
Finlandia. Todos sus actos son públicos y abier-
tos a la crítica ciudadana; su código penal no 
prevé actos de corrupción, pero sí el soborno de 
funcionarios.10 

9 Vanessa Silveyra de la Garza, coordinadora del Programa 
de Transparencia Mexicana, durante su presentación en el 
Foro Transparencia y Rendición de Cuentas realizado por 
el Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública (CESOP). 
Es parte del equipo ejecutivo de Transparencia Mexicana 
desde 2011, y coordinadora del Programa de Integridad Pú-
blica, desde el sector privado. Coordina el análisis de trans-
parencia corporativa en empresas mexicanas, con base en 
el informe de transparencia en los reportes corporativos de 
Transparencia Internacional.
10 Buen gobierno y ausencia de corrupción en Finlandia. En 
[http://www.  nlandia.es/public/default.aspx?contentid=951
70&contentlan=9&culture=es-ES] (consulta: marzo de 2017).

Analicemos ahora el caso de América Latina, 
donde son dignos de estudio los casos de Brasil, 
con la Comisión Anticorrupción; Colombia, con la 
Comisión Nacional de Moralización, y Guatemala, 
con la Comisión Internacional contra la Impuni-
dad, donde el Índice de Percepción de la Corrup-
ción (IPC) en el sector público durante 2015 los 
ubica en los lugares 76, 83 y 123, con una puntua-
ción de 38, 37 y 28 ICP, respectivamente; mientras 
que México ocupa el lugar 95, con una cali  ca-
ción de 35 como IPC, de un total de 167 países, 
en donde Corea del Norte y Somalia ocupan los 
dos últimos lugares debido a que cuentan con la 
cali  cación más baja del IPC 2015, que es ocho.11 

El caso de México
En el marco del 69 periodo de sesiones de la 
Asamblea General de la ONU (2014), se llevó a 
cabo el evento de Alto Nivel de la Alianza para 
el Gobierno Abierto (OGP), en el cual México ocu-
pó la presidencia y refrendó su compromiso con 
la participación ciudadana, la transparencia y el 
acceso a la información pública.12 

Las acciones emprendidas parten del Plan Na-
cional de Desarrollo (2013-2018). Están cons-
tituidas a partir de la estrategia denominada 
Gobierno Cercano y Moderno, que tiene el pro-
pósito de optimizar el uso de recursos públicos, 
utilizar las nuevas tecnologías de la información 
e impulsar la transparencia y la rendición de 
cuentas con base en los principios constitucio-
nales establecidos en el artículo 134: e  ciencia, 
e  cacia, economía, transparencia y honradez.13

 
Los compromisos de México ante la Alianza (AGA) 
están en el Plan de Acción 2013-2015, (PA) con 
el propósito de promover mayor transparencia y 
rendición de cuentas, así como en el Programa 
para un Gobierno Cercano y Moderno, y la Estra-
tegia Digital Nacional. Ello forma parte del com-
promiso en el nuevo modelo de gobernanza.14

11 Transparency International, Índice de Percepción de la 
Corrupción 2015. En [http://transparencia.org.es/wp-con-
tent/uploads/2016/01/tabla_sintetica_ipc-2015.pdf] (consul-
ta: marzo de 2017).
12 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. En [http://www.
dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5299465&fec
ha=20/05/2013] (consulta: marzo de 2017).
13 Alianza para el Gobierno Abierto 2013-2015. En [http://
pa2015.mx/pa_aga_2015.pdf] (consulta: marzo de 2017).
14 Cfr. PND 2013-2018. En [http://www.dof.gob.mx/notadeta-
lle.php?codigo=5299465&fecha=20/05/2013].
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Para atender los compromisos y emprender ac-
ciones fue necesario considerar que la corrup-
ción en México no es un fenómeno aislado sino 
la consecuencia de distintas formas de transgre-
sión al Estado de derecho, por lo que no pue-
de atenderse e  cazmente con la sanción de 
faltas, sino con la construcción de garantías y 
la creación de políticas integrales que permitan 
disminuir esas conductas; así como abatir los 
multifactores que inciden negativamente en la 
rendición de cuentas y el combate a la corrup-
ción, que incluye de  ciencias en materia de do-
cumentación, archivos, así como problemáticas 
relacionadas con la asignación presupuestal y su 
vinculación con mecanismos de evaluación.

Por ello, el reto de un sistema e  caz para com-
batir la corrupción se planteó a partir de herra-
mientas para mejorar la rendición de cuentas 
públicas, la prevención y la participación ciuda-
dana en la toma de decisiones gubernamentales 
y el cumplimiento a la ley.15 Para ello, era fun-
damental contar con una base constitucional de 
implementación del sistema como una instancia 
de coordinación entre las autoridades de todos 
los órdenes de gobierno competentes.

Sistema Nacional Anticorrupción
La reforma constitucional que crea el Sistema 
Nacional Anticorrupción (2015) permite alcan-
zar estándares de buen gobierno y asume que 
el mayor de los esfuerzos está concentrado en 
la prevención de los actos de corrupción y no 
en la sanción —aunque deben actualizarse los 
mecanismos—. El propósito es establecer con-
troles para combatir la corrupción en un esque-
ma homogéneo y coordinado con participación 
ciudadana, fortalecimiento de la transparencia y 
el acceso a la información pública que material-
mente viene a fortalecer las tareas de la Auditoría 
Superior de la Federación con un enfoque con-
ceptual de gobierno abierto.16 

También durante el Foro “Transparencia y rendi-
ción de cuentas”, el maestro Benjamín Fuentes 

15 Cfr. PND 2013-2015 op. cit. En http://www.dof.gob.mx/
nota_detalle.php?codigo=5299465&fecha=20/05/2013
16 Eduardo Bohórquez López, Sistema Nacional Anticorrup-
ción: transparencia y gobierno abierto, Transparencia Mexi-
cana. En [http://www.contraloriadelpoderlegislativo.gob.mx/
Revista_Rc_et_Ratio/Rc_et_Ratio_10/Rc10_01_EduardoBo-
horquez.pdf] (consulta: marzo de 2017).

Castro, en representación de la Auditoría Supe-
rior de la Federación, explicó que el sistema no 
es una estrategia que elimine los actos de co-
rrupción, sino que ofrece un diseño para fortale-
cer los canales de comunicación entre el Estado 
y la sociedad a través de estándares de transpa-
rencia, rendición de cuentas y la capacidad de 
respuesta a los ciudadanos, ya que uno de los 
argumentos que condujo a la creación de este 
sistema está asociada a la incapacidad de en-
frentar el problema de la corrupción, tanto en sus 
acciones para prevenirla como en la impunidad, 
debido a que el fenómeno de la corrupción es 
sistémico. El secretario técnico de la ASF, con-
cluyó:

[…] Las tareas vinculadas con la rendición de cuentas 

mantenían una fragmentación institucional a partir de 

la Auditoría Superior de la Federación debido a que 

sus acciones se desarrollaban de manera desconec-

tada con los órganos internos de control, a nivel de 

transparencia y acceso a la información; por ello, la 

idea que guió la reforma constitucional (2015) a par-

tir de la propuesta ciudadana considera el estable-

cimiento de un sistema en donde las instituciones 

vinculadas con la rendición de cuentas trabajen en un 

marco común, y de coordinación continua.

Componentes 
del Sistema Nacional Anticorrupción
Uno de los aspectos relevantes del sistema tie-
ne que ver con su conformación. Siguiendo la 
misma disertación del maestro Fuentes, explicó 
que el sistema agrega mecanismos de coordina-
ción, intercambio de información y ejecución de 
acciones conjuntas entre las instituciones  scali-
zadoras y los órganos internos de control de los 
entes auditados. Sus componentes fundamen-
tales son la parte preventiva, la supervisión o  s-
calización, sanción, y la participación ciudadana.

De acuerdo con la Ley General del Sistema Na-
cional Anticorrupción (artículos 7 a 10), el Comi-
té Coordinador es la instancia encargada de la 
coordinación y e  cacia del Sistema Nacional y 
tiene a su cargo el diseño, promoción y evalua-
ción de las políticas de combate a la corrupción 
(Cuadro 1).

La integración del sistema en cada uno de sus 
componentes está con  gurada institucionalmen-
te de la siguiente forma: el Tribunal de Justicia 
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Administrativa, los jueces penales y el Consejo 
de la Judicatura, que enfrentan el desafío de ro-
bustecer su estructura para estar en posibilidad 
de atender el gran número de asuntos que se 
someten a su jurisdicción, de acuerdo con el ma-
gistrado Manuel Hallivis Pelayo.17

 
En la parte preventiva, la contabilidad guberna-
mental y los sistemas de control interno permiten 
asegurar el cumplimiento de objetivos institucio-
nales, así como también las políticas de integri-
dad y transparencia.

En la parte de supervisión y  scalización, eviden-
temente se trata del campo de la auditoría guber-
namental en un doble aspecto: la auditoría interna, 
integrada sobre todo por las secretarías de las con-
tralorías y los órganos internos de control; y, la au-
ditoría externa, que es básicamente el trabajo que 
llevan a cabo los órganos de  scalización superio-
res, la Auditoría Superior de la Federación y los 32 
órganos que dependen del Poder Legislativo de 
cada uno de los estados, y se constituye como un 
contrapeso, apoyando al Poder Legislativo respecto 
a la ejecución del gasto que es presupuestado por 
el mismo Poder Ejecutivo.

El presupuesto 
para su funcionamiento
Tanto en su calidad de proyecto del PEF 2017 
—presentado a la Cámara de Diputados el 8 de 
septiembre de 2016—, como del PEF 2017 apro-

17 Magistrado Manuel Hallivis Pelayo, Presidente del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, durante su exposición en 
el Foro “Transparencia y rendición de cuentas”, CESOP, Cá-
mara de Diputados, 23 de noviembre de 2016.

bado, no consideran recursos para el inicio de 
operaciones del Sistema Nacional Anticorrup-
ción ni para los requerimientos inmediatos de 
la Secretaría Ejecutiva del SNA, encargada de las 
políticas públicas y la plataforma digital.

Sin embargo, establece que “la Secretaría” (sin 
especi  car cuál de ellas) realizará las adecuacio-
nes presupuestarias correspondientes para que 
se provean los recursos humanos,  nancieros y 
materiales correspondientes para que inicie la 
operación de la Secretaría Ejecutiva del Sistema 
Nacional Anticorrupción.18 

Por otro lado, la estrategia programática para 
el Ramo 27, “Función pública”, solamente tiene 
claro de  nir la política de gobierno digital, go-
bierno abierto y datos abiertos, para las depen-
dencias y entidades de la administración pública 
federal;19 sin embargo, deja fuera el ámbito de 
competencia de los gobiernos locales (Tabla 1).

El régimen de responsabilidades
El nuevo esquema de responsabilidades admi-
nistrativas de los servidores públicos y particu-
lares20 establece sanciones por cuanto a faltas 

18 Séptimo transitorio, PEF 2017, publicado en el Diario O  cial 
de la Federación del 30 de noviembre de 2016. En [http://
www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5463184&fec
ha=30/11/2016] (consulta: marzo de 2017). 
19 Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de 2017. Estrategia Programática (resumen). Ramo 
27 “Función Pública”. En [http://www.pef.hacienda.gob.mx/
work/models/PEF2017/docs/27/r27_epr.pdf] (consulta: marzo 
de 2017).
20 La Ley General de Responsabilidades Administrativas que 
entrará en vigor a partir del 19 de julio de 2017.

Sistema Nacional Anticorrupción 
Prevención Detección Investigación Sanción 

Secretaría de la Función Pública, Auditoría 

Superior de la Federación 

Instituto Nacional de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección de 

Datos Personales, y 

Sistema Nacional de Transparencia. 

Secretaría de la Función 

Pública, Auditoría Superior de la 

Federación 

Sistema Nacional de 

Fiscalización. 

Secretaría de la Función Pública, 

Auditoría Superior de la 

Federación 

Sistema Nacional de Fiscalización 

Sistema de Administración 

Tributaria 

Fiscalía Anticorrupción 

Consejo de la Judicatura 

Tribunal de Justicia 

Administrativa 

jueces penales 

Consejo de la 

Judicatura 

    

Cuadro 1. Sistema Nacional Anticorrupción
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administrativas graves (artículo 1, LGRA, vigente a 
partir de 2017). El reto será contar con el meca-
nismo apropiado para establecer la responsabi-
lidad penal —que sí establece la ley actual y que 
será abrogada en julio de 2017— para los actos 
u omisiones que puedan con  gurar un delito por 
hechos de corrupción. Esto se estipula en el ar-
tículo 212 del Código Penal Federal, en el marco 
del Título Cuarto constitucional, “De las respon-
sabilidades de los servidores públicos, particula-
res vinculados con faltas administrativas graves 
o hechos de corrupción y patrimonial del Esta-
do”, en el artículo 109 constitucional, que a la 
letra dice:

Artículo 109. Los servidores públicos y particulares 

que incurran en responsabilidad frente al Estado se-

rán sancionados conforme a lo siguiente:

II. La comisión de delitos por parte de cualquier ser-

vidor público o particulares que incurran en hechos 

de corrupción, será sancionada en los términos de la 

legislación penal aplicable.

Valga subrayar que se considera que los servi-
dores públicos adquieren una responsabilidad 
agravada porque ejercen recursos públicos y 
desempeñan labores cuyos resultados tienen 
impactos colectivos.

Por cuanto al Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, tendrá una función muy activa en el 
combate a conductas ilícitas, para evitar que su 
capacidad de respuesta sea rebasada e impacte 
en el debilitamiento de las acciones del SNA. La 
Ley General de Responsabilidades Administrati-
vas establece que “el Tribunal contará con cinco 
Salas Especializadas en materia de Responsa-

bilidades Administrativas”21 y la Estrategia Pro-
gramática del PEF 2017 considera la creación de 
Salas Regionales, sin especi  car cuántas.22

La Fiscalía Especializada en Materia 
de Delitos Relacionados 
con Hechos de Corrupción
Es la pieza clave del Sistema Nacional Antico-
rrupción. Se enmarca en el ámbito de la Procu-
raduría General de la República y forma parte del 
Comité Coordinador (artículo 10.III de la LGSNA).

Fue creada por acuerdo del Procurador General 
de la República (2014)23 y el nombramiento del 
titular está a cargo de la Cámara de Senadores.

El Pleno del Senado de la República aprobó un 
acuerdo de la Junta de Coordinación Política 
(Jucopo) con el  n de modi  car y ampliar los 
plazos de la convocatoria para nombrar al titular 
de la Fiscalía Especializada en Materia de Delitos 
Relacionados con Hechos de Corrupción.

El 25 de octubre de 2016 el Senado determinó 
el procedimiento para nombrar al Fiscal Anti-
corrupción y se estableció que a más tardar en 
noviembre de 2016 las comisiones presentarían 

21 Quinto Transitorio de la Ley General del Sistema Nacional 
Anticorrupción, DOF, 18 de julio de  2016.
22 Presupuesto de Egresos de la Federación 2017. Estrategia 
programática. En [http://www.pef.hacienda.gob.mx/work/
models/PEF2017/docs/32/r32_ep.pdf] (consulta: marzo de 
2017).
23 Acuerdo por el que se crea la Fiscalía Especializada en 
Materia de Delitos Relacionados con Hechos de Corrup-
ción y se establecen sus atribuciones. En: [http://dof.gob.
mx/nota_detalle.php?codigo=5336635&fecha=12/03/2014] 
(consulta: marzo de 2017).

Sistema Nacional 
Anticorrupción PEF 2016 PPEF 2017 Diferencia nominal 

(pesos corrientes) 
Diferencia real 

(considerando inflación) 
SFP $ 1, 296,984,800 $ 1,227,387,610 -5.37% -6.17% 

PGR- Unidad especializada en la 

investigación de  delitos cometidos 

por los servidores públicos y contra 

la administración de justicia1 

$         26,679,916 $       26,451,489 -0.86% -1.70% 

ASF $ 2, 120,194,279 $ 2,275,766,700 7.34% 6.43% 

Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa 
$ 2, 447,483,112 $ 2,554,777,815 4.38% 3.50% 

INAI $        937,860,865 $      955,861,356 1.92% 1.05% 

Total $ 6, 829, 202,972 $   7,040,244,970 3.09% 2.22% 

     

Tabla 1. Estructura programática, Ramo 27, “Función pública”
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el listado de aspirantes idóneos para ocupar el 
cargo. A la fecha del cierre de esta investigación 
se han aprobado dos prórrogas.

Balance de los efectos negativos, 
en términos del impacto social 
y económico de la corrupción
Daniel Kaufmann estima que la corrupción se 
re  ere al uso del cargo público para bene  cio 
propio. Ello incluye el soborno y la extorsión, en 
donde intervienen al menos dos partes; y fraude 
o malversación de fondos a cargo del servidor 
público. En ambos casos supone un perjuicio 
para el desarrollo económico del país. Los ins-
trumentos o vías que facilitan estos hechos son 
los contratos públicos que establecen condi-
ciones preferentes; las prestaciones del Estado 
tales como la evasión  scal, las subvenciones, 
las pensiones o seguros de desempleo o pres-
taciones en especie, acceso a escuelas privile-
giadas, atención médica, vivienda y propiedad 
inmobiliaria o acciones en empresas en etapa de 
privatización, entre otros. Explica que:

El soborno suele llevar a resultados económicos poco 

e  caces. Impide las inversiones extranjeras e internas 

a largo plazo, desvía el talento hacia actividades de 

captación de rentas y distorsiona las prioridades sec-

toriales y las elecciones tecnológicas (por ejemplo, 

creando incentivos para contratar grandes proyectos 

de defensa en lugar de dispensarios rurales especia-

lizados en atención preventiva). Expulsa a las empre-

sas del sector formal, menoscaba la capacidad del 

Estado para obtener ingresos y produce un aumen-

to incesante de los impuestos, que paga un número 

cada vez menor de contribuyentes. Todo ello reduce 

la capacidad del Estado para prestar servicios públi-

cos indispensables, incluido el ordenamiento jurídico. 

Puede producirse un círculo vicioso de aumento de la 

corrupción y actividad económica informal.24 

En México, el impacto de la corrupción con  gu-
ra un impuesto regresivo para las familias con 
escasos recursos debido a que implica el 33% 
de sus ingresos, es decir, dos veces el IVA; afecta 
a los tres niveles de gobierno, en los tres Pode-
res del Estado, incluso es un crimen económico 

24 Daniel Kaufmann, Foro “La corrupción y sus efectos sobre el 
desarrollo y el estado de derecho”. En [http://webcache.googleu-
sercontent.com/search?q=cache:scxceIb9JFAJ:www.oas.
org/juridico/spanish/Foro.htm+&cd=2&hl=es&ct=clnk&gl=mx] 
(consulta: marzo de 2017).

que agrava la desigualdad. No sólo eso, repre-
senta también la pérdida de una gran cantidad 
de recursos que se fugan por conceptos de so-
bornos, la falta de competitividad económica, la 
insu  ciencia en la impartición de justicia, la per-
sistencia de la delincuencia organizada, el debi-
litamiento de las instituciones y el desencanto 
con la democracia. En suma, in  uye en el bajo 
desempeño de nuestro país respecto del índice 
de percepción de la corrupción.

Un estudio reciente elaborado por María Amparo 
Casar sobre el fenómeno de la corrupción ex-
plica que México ha sido constante en el IPC de 
Transparencia Internacional, y que el bajo nivel 
de desempeño institucional contrasta con los re-
cursos destinados a combatir la corrupción. En 
2014, por ejemplo, México ocupó el lugar 103 en 
la clasi  cación de percepción de la corrupción, 
mientras que en 2015 ocupó la posición 95; esta 
variación se explica porque el número de países 
evaluados disminuyó (de 174 a 168) entre una 
medición y otra.

El presupuesto destinado a combatir la corrup-
ción y la impunidad no ha dado soluciones, ya 
que las cifras muestran que en México se han 
invertido cada vez más recursos y la percepción 
de la corrupción como de la impunidad sigue en 
aumento.25 

En los temas de seguridad y con  anza, que son 
factores esenciales en la población, la encuesta 
realizada por el CESOP (2016) muestra que 58% 
de los entrevistados se siente inseguro en el lu-
gar donde vive y 67.6% cree en la posibilidad de 
ser víctima de algún delito.26

 
La falta de con  anza en las autoridades mues-
tra, en este mismo estudio, que 68% de los en-
cuestados no ha presentado alguna denuncia en 
el Ministerio Público, debido a que 49% de los 
encuestados considera que las autoridades son 
parte de la delincuencia, y únicamente 6% de 

25 México: Anatomía de la corrupción, op. cit. En [http://imco.org.
mx/wp-content/uploads/2016/10/2016-Anatomia_Corrupcion_2-
Documento.pdf] p. 28 y ss. (consulta: marzo de 2017).
26 Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública (CESOP), 
encuesta telefónica nacional “Seguridad y con  anza ciuda-
dana”, mayo de 2016. En [http://www5.diputados.gob.mx/
index.php/camara/Centros-de-Estudio/CESOP/Opinion-Pu-
blica/Encuestas/Encuesta-telefonica-nacional-Seguridad-
y-con  anza-ciudadana] (consulta: 2 de marzo de 2016).
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la población encuestada confía en el Ministerio 
Público.27 

Por otro lado, los resultados de la encuesta CE-
SOP sobre transparencia y rendición de cuentas 
permiten identi  car la percepción de la sociedad 
con respecto a la corrupción, de donde se resca-
tan los siguientes datos:

• El 94% de la población considera que en 
nuestro país existe corrupción y 89% dice 
que también existe impunidad, mientras que 
la justicia sólo existe para 37%; la gran ma-
yoría opina que hay mucha corrupción (85%), 
mucha impunidad (74%) y poco o nada de 
justicia (70%).

• El 57% de las personas cree que la corrup-
ción ha aumentado en los últimos 12 me-
ses, y el gobierno ha tenido poco o nada de 
éxito en materia de combate a la corrupción 
(61%). Ante este problema, 89% cree que 
es urgente que el gobierno y la sociedad se 
dediquen a combatir la corrupción.

• Respecto del Sistema Nacional Anticorrup-
ción (SNA), la encuesta muestra lo siguiente:

 45% conoce o ha oído hablar del Sis-
tema Nacional Anticorrupción aproba-
do recientemente por la Cámara de 
Diputados, así como 72% aprueba su 
creación, ya que lo considera necesa-
rio (83%).

 Poco más de la mitad (51%) conside-
ra que sí disminuirá la corrupción con 
este nuevo sistema.

 En esta materia obtuvieron mayor 
aprobación los siguientes aspectos: 
que se sancionen los actos de co-
rrupción a funcionarios públicos y a 
particulares (79%); la creación de un 
Comité de Participación Ciudada-
na integrado por cinco ciudadanos 
destacados por su contribución a la 
transparencia, rendición de cuentas o 
combate a la corrupción (75%) y que 
la Auditoría Superior de la Federación 
tenga más facultades para realizar au-
ditorías en tiempo real y  scalizar los 
recursos federales (76%). Se consi-
dera que este Sistema Nacional An-

27 Idem.

ticorrupción bene  cia al país y a la 
población en general (74% en ambos 
casos) (Grá  cas 2 y 3).28 

La Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gu-
bernamental (ENCIG 2015) aporta  datos relativos 
a la satisfacción de los ciudadanos con los servi-
cios públicos básicos, así como las experiencias 
con las autoridades en la realización de trámites 
por parte de los ciudadanos.
 
La información muestra que la corrupción se 
ubicó  en el segundo lugar de los problemas que 
preocupan más a los mexicanos, con 50.9%, por 
detrás de inseguridad y delincuencia, que alcan-
zó 66.4%, y se estima además que la tasa de 
prevalencia de corrupción fue de 12,590 vícti-
mas por cada 100 mil habitantes.29

Por cuanto a la totalidad de los recursos que se 
trans  eren a órganos de gobierno sujetos a  s-
calización, no muestra una correlación en térmi-
nos de e  cacia (Grá  ca 4).

El desempeño de la Auditoría 
Superior de la Federación
En su tarea de veri  car el cumplimiento de los 
objetivos contenidos en las políticas y progra-
mas gubernamentales, el adecuado desempeño 
de las entidades  scalizadas y el correcto mane-
jo del ingreso, el gasto y la deuda públicos,30 la 
ASF ha mostrado un incremento considerable de 
auditorías a partir de 2010 y 2014 (Tabla 2).

Las observaciones al monto asignado a las entida-
des federativas respecto del subejercicio muestra 
el impacto económico en cada una de ellas, pero 
será importante conocer si en este balance existe 

28 Encuesta telefónica nacional “Opinión pública: Sistema 
Nacional Anticorrupción”, Centro de Estudios Sociales y de 
Opinión Pública (CESOP). En [http://www5.diputados.gob.mx/
index.php/camara/Centros-de-Estudio/CESOP/Opinion-Pu-
blica/Encuestas/Encuesta-telefonica-nacional-de-opinion-
publica-Sistema-Nacional-Anticorrupcion] (consulta: marzo 
de 2017).
29 Instituto Nacional de Estadística y Geogra  a. Boletín de 
Prensa 246/16 25 de mayo de 2016. Disponible en: http://
www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2016/especiales/
especiales2016_05_01.pdf. (consulta: marzo de 2017).
30 Auditoría Superior de la Federación, Informe General de la 
Cuenta Pública de 2015. En [http://www.asf.gob.mx/Trans/
Informes/IR2015i/Documentos/InformeGeneral/ig2015.pdf] 
(consulta: marzo de 2017).
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Fuente: Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, AC.
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Tasa de incidencia de corrupción por cada mil habitantes

Corrupción frecuente o muy frecuente (%) en el estado, adultos 2015

Grá  ca 2. Incidencia de actos de corrupción 
por cada 100 mil habitantes vs percepción de corrupción (ENCIG, INEGI)

Grá  ca 3. Círculo vicioso de impunidad e ilegalidad

Fuente: Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, AC.1/

1/ Presentación de la maestra María Fernanda Gómez Abán, investigadora de Mexicanos contra la Co-
rrupción y la Impunidad, AC, en el Foro “Transparencia y rendición de cuentas”, Cámara de Diputados, 
CESOP, noviembre de 2016. En [http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/
CESOP/Foros/Foro-Transparencia-y-rendicion-de-cuentas/Sistema-Nacional-Anticorrupcion2].
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Fuente: Auditoría Superior de la Federación, Informe General Cuen-
ta Pública 2015.*
*Disponible en [http://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2015i/Docu-
mentos/InformeGeneral/ig2015.pdf]

Tabla 2. Datos históricos del número 
de auditorías (ASF)

Fuente: Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, AC.1/ 

1/ Con datos de la maestra María Fernanda Gómez Abán, investigadora de Mexicanos contra la Corrup-
ción y la Impunidad, AC, en el Foro “Transparencia y rendición de cuentas”, Cámara de Diputados, CESOP, 
noviembre de 2016. En [http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/CESOP/
Foros/Foro-Transparencia-y-rendicion-de-cuentas/Sistema-Nacional-Anticorrupcion2].

Grá  ca 4. Gastamos cada vez más en el combate 
a la corrupción… ¡pero no mejoramos!

Cuenta pública 
 

Número de auditorías Tasa de variación % 

2000 312 0.0 

2001 355 13.8 

2002 336 -5.4 

2003 338 0.6 

2004 424 25.4 

2005 627 47.9 

2006 754 20.3 

2007 962 27.6 

2008 987 2.6 

2009 945 -4.3 

2010 1031 9.1 

2011 1111 7.8 

2012 1173 5.6 

2013 1413 20.5 

2014 1659 17.4 

2015 1643 -1.0 
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una correlación entre los subejercicios y el nivel 
de cumplimiento en los programas sociales, por 
ejemplo.31

 
Las auditorías realizadas por la ASF durante el pe-
riodo en estudio de 2000-2014 se han incremen-
tado gradualmente con un total, en 2015, de 1,643 
informes individuales, con una ligera disminución 
con relación al año inmediato anterior, que fue de 
1,659 estudios, variación porcentual de -1.0.

En el periodo de 2004 al 2007 el incremento de 
las auditorías fue constante, mientras que en 
2008 y 2009 disminuyó hasta en -4.3%, hechos 
relevantes en este periodo de una crisis origina-
da en Estados Unidos que afectó a la economía 
mexicana, debido a la contracción de la industria 
manufacturera internacional, el colapso de la ac-
tividad comercial y la reducida disponibilidad de 
créditos32 (Tabla 3, Grá  ca 5 y Tabla 4). 

Consideraciones generales
Finalmente, valga re  exionar sobre algunas va-
riables en la implementación de la nueva cultu-
ra institucional de transparencia y rendición de 
cuentas referidas a lo largo de este trabajo, que 
bien pueden analizarse por separado con el pro-
pósito de guiar su análisis y deliberación.

El reto del Sistema Nacional Anticorrupción se 
enmarca en el cumplimiento del Estado mexica-
no ante la Alianza para el Gobierno Abierto, pero 
fundamentalmente en demostrar a la sociedad 
su e  cacia. Sin embargo, el sistema no tiene la 
capacidad de absorber toda la responsabilidad. 
El cumplimiento de los valores éticos, honesti-
dad, honradez, legalidad y responsabilidad —en 
términos del artículo 134 constitucional—, así 
como preservar el interés superior de las nece-

31 Informe General de la Cuenta Pública de 2015. En [http://
www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2015i/Documentos/In-
formeGeneral/ig2015.pdf] (consulta: marzo de 2017). 
32 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE). Síntesis julio 2009, Estudio económico de 
México 2009. En [https://www.oecd.org/mexico/43557478.
pdf] (consulta: 10 de marzo de 2017).

sidades colectivas por encima de intereses par-
ticulares, personales, o ajenas al interés general, 
son fundamentales en estos procesos de buen 
gobierno.
 
El artículo tercero transitorio del Decreto que 
crea la Ley General del Sistema Nacional Anti-
corrupción (DOF, 18-julio-2016), establece que la 
Ley General de Responsabilidades Administra-
tivas entrará en vigor al año siguiente del inicio 
de su vigencia; es decir, el 19 de julio de 2017, y 
hasta entonces, estará facultada para distribuir 
competencias entre los órdenes de gobierno, 
establecer las responsabilidades administrativas 
de los servidores públicos, sus obligaciones y 
sanciones aplicables por los actos u omisiones.

En términos de prevención y control del con  icto 
de interés, impunidad y debilidad en las investi-
gaciones, el marco jurídico es débil, por lo que 
se debe enfrentar la corrupción en los altos nive-
les de gobierno, tanto en el ámbito federal como 
en el estatal y otras ramas del gobierno.

El nuevo régimen de responsabilidades, al me-
nos en el marco de la ley secundaria, no incluye 
la responsabilidad penal y no distingue, hasta el 
momento, los mecanismos para vincularlo con 
el Código Penal Federal en delitos de hechos de 
corrupción.

Actualmente, se tiene clara la necesidad de 
de  nir la política de gobierno digital, gobierno 
abierto y datos abiertos, para las dependencias 
y entidades de la administración pública federal, 
pero debe revisarse la conveniencia de alcanzar 
los ámbitos de competencia de los gobiernos lo-
cales, así como establecer criterios o lineamien-
tos en términos de subejercicios.
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Fuente. ASF. Informes de auditoría de la Cuenta Pública de 2015.*
*Incluye el monto observado a las entidades federativas, municipios y universidades.
1/ El elevado valor del indicador se registra principalmente por el subejercicio derivado del Seguro Popular, que ascien-
de a 1,448.1 mdp, de un monto asignado de 3,628.3 mdp.
2/ Recursos observados en la auditoría realizada a las Aportaciones para los Servicios de Educación Básica y Normal 
en la Ciudad de México, del Ramo General 25.
3/ No incluye 11,664 mdp correspondiente a importes de auditorías realizadas a dependencias federales.

   Monto observado   
Entidad federativa Importe asignado Total % Subejercicio Con impacto económico 

Total  743,233.63 3/ 65,193.8 8.8 33,449.1 31,744.7 

Michoacán 30,440.3 5,020.2 16.5 546.3 4,474.0 

Ciudad de México1/ 15,143.6 2,349.4 15.5 2,208.5 140.9 

Veracruz 50,989.0 7,706.6 15.1 630.7 7,075.9 

Morelos 12,560.2 1,754.8 14.0 930.7 824.1 

Guerrero 31,106.2 4,301.4 13.8 918.1 3,383.3 

Baja California Sur 7,566.9 902.4 11.9 781.5 121.0 

Nuevo León 27,862.6 3,169.0 11.4 351.0 2,818.0 

Estado de México 71,216.8 8,098.4 11.4 5,699.2 2,399.2 

Chiapas 40,529.6 4,147.0 10.2 1,212.4 2,934.6 

Sinaloa 21,713.9 2,201.8 10.1 536.0 1,665.8 

Durango 14,210.0 1,324.2 9.3 1,182.8 141.4 

Baja California 21,236.7 1,960.7 9.2 1,664.6 296.3 

Tlaxcala 9,709.0 839.4 8.6 743.2 96.2 

Aguascalientes 10,118.2 863.7 8.5 812.1 51.4 

Nayarit 9,625.7 810.8 8.4 684.8 126.0 

San Luis Potosí 19,761.5 1,630.8 8.3 1,197.4 433.5 

Coahuila de Zaragoza 16,313.6 1,205.2 7.4 399.3 805.9 

Guanajuato 30,684.3 2,238.9 7.3 1,932.2 306.6 

Puebla 35,092.5 2,541.7 7.2 1,757.0 784.7 

Querétaro 12,238.0 876.5 7.2 825.9 50.6 

Yucatán  13,820.8 918.6 6.6 707.9 210.7 

Hidalgo 22,119.9 1,420.6 6.4 1,231.8 188.8 

Chihuahua 21,537.1 1,382.3 6.4 916.0 466.4 

Jalisco 37,012.4 2,290.1 6.2 2,064.5 225.6 

Tabasco 16,866.2 930.7 5.5 698.4 232.3 

Zacatecas 12,813.1 638.2 5.0 499.1 139.1 

Sonora 15,791.1 709.4 4.5 119.0 590.3 

Quintana Roo 10,432.3 464.5 4.5 399.4 65.1 

Oaxaca 33,498.7 1,235.9 3.7 1,051.1 184.9 

Tamaulipas  21,393.4 700.7 3.3 549.4 151.4 

Colima 6,595.5 205.6 3.1 93.7 111.9 

Campeche 7,780.7 227.3 2.9 105.2 122.0 

SEP2/ 35,453.8 126.9 0.4 0.0 126.9 

      

Tabla 3. Monto observado respecto del importe asignado a los entes  scalizados (mdp)
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Fuente: Auditoría Superior de la Federación, Informe General de la Cuenta Pública de 2015.

Grá  ca 5. Datos históricos de las auditorías realizadas por la ASF

Fuente: Auditoría Superior de la Federación, Informe General de la Cuenta Pública de 2015.

Tabla 4. Observaciones pendientes de solventar 2011-2014. Monto observado 2015 
y monto de denuncias de hechos (millones de pesos)
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2014 (corte IRCP 

2014) (a) 

Monto solventado de 
las observaciones 
2011-2014 (corte 

enero 2017) (b) 

Monto pendiente de 
solventar 2011-

2014 
(c) 

Importe de 
procedimientos 
resarcitorios (d) 

Monto 
observado de 

cuenta pública 

Total (f)= (c) 
+ (d)+ (e) 

Monto de 
denuncias de 

hechos (g) 

Monto de 
denuncias penales 
relacionadas con 

simulación de 
reintegros (h) 

Veracruz 27,503.5 1,460.9 26,042.6 310.2 7,704.3 34,057.1 16,305.8 4,770.2 

Michoacán 21,745.8 822.5 20,923.3 176.2 5,017.2 26,116.7 3,785.0 1,268.3 

Estado de México 14,898.3 3,160.4 11,737.9 354.4 8,098.3 20,190.6 641.1  

Jalisco 16,352.6 1,610.2 14,742.4 562.6 2,262.5 17,567.5 897.1  

Chiapas 9,625.9 530.6 9,095.3 427 3,961.6 13,483.9 1,000.3 253.1 

Guerrero 8,757.7 330.0 8,427.7 512.7 4,300.6 13,241.0 314.1 943.3 

Guanajuato 6,973.8 13.7 6,960.1 102.1 2,233.2 9,295.4 2.9 8.5 

Oaxaca 7,195.6 930.9 6,264.7 313.4 1,235.0 7,813.1 134.8 83.7 

Tabasco 5,261.0 361.5 4,899.5 2.7 912.1 5,814.3 1,472.8 136.1 

Baja california 4,312.2 659.8 3,652.4 119.6 1,957.8 5,729.8 0.1 5.3 

Nuevo León 3,916.8 1,940.6 1,976.2 101.5 3,167.8 5,245.5 20.2  

Ciudad de México 3,648.3 1,595.0 2,053.3 223.8 2,302.3 4,579.4 3.5  

Baja California Sur 3,370.1 433.9 2,936.2 709.8 902.4 4,548.4 28.8 88.3 

Morelos 2,766.7 480.9 2,285.8 420.9 1,750.8 4,457.5 352.2 167.8 

Durango 3,425.9 547.0 2,878.9 34.9 1,324.1 4,237.9 61.0  

Sonora 4,443.6 1,315.2 3,128.4 47.5 707.7 3,883.6 220.5  

Zacatecas 3,803.9 668.1 3,135.8 34.2 634.6 3,804.6 75.9 18.4 

Sinaloa 4,434.2 3,158.7 1,275.5 251.6 2,201.0 3,728.1 510.8 135.6 

Puebla 1,343.7 268.7 1,075.0 54.6 2,526.6 3,656.2 66.7  

Hidalgo 3,683.8 1,854.4 1,829.4 22 1,410.5 3,261.9 28.5  

San Luis Potosí 1,374.8 300.0 1,074.8 249.9 1,630.5 2,955.2 3.7  

Chihuahua 2,063.7 710.8 1,352.9 95.5 1,380.5 2,828.9 171.1  

Coahuila 2,731.9 1,209.8 1,522.1 32.7 1,197.8 2,752.6 98.6  

Nayarit 1,582.2 131.9 1,450.3 29.9 810.8 2,291.0 12.9  

Quintana Roo 3,249.1 1,698.7 1,550.4 7.6 464.4 2,022.4 23.9  

Querétaro 1,142.5 312.7 829.8 19.2 875.8 1,724.8 105.0  

Tlaxcala 975.1 429.2 545.9 157.1 838.4 1,541.4 22.1 82.7 

Aguascalientes 887.3 394.6 492.7 48.8 856.7 1,398.2 1.6  

Yucatán 652.2 305.7 346.5 18.9 917.6 1,283.0 26.6  

Colima 943.7 98.6 845.1 0 205.6 1,050.7 107.4 46.8 

Campeche 780.5 83.2 697.3 33.4 227.2 957.9 20.9  

Tamaulipas 1,449.2 1,212.4 236.8 0 700.5 937.3 0.9  

Total 175,295.6 29,030.6 146,265.0 5474.7 64,716.2 216,455.9 26,516.8 8,008.1 
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El fenómeno de la corrupción, como conse-
cuencia inmediata de la opacidad, se com-
bate sólo desde una óptica de transparencia 
y rendición de cuentas en el uso de recursos 
o  ciales, así como en el desempeño de los 
servidores públicos en el ejercicio de sus fa-

cultades.

Introducción
El derecho a la información se estableció en 
1977, vía artículo 6° de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Fue el 11 
de junio de 2002 cuando se publicó en México 
la primera Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental, 
que permitió la creación del Instituto Federal de 
Acceso a la Información Pública y su réplica en 
todas las entidades de la república a través de 
institutos de transparencia que poseen caracte-
rísticas desiguales, tanto en su desarrollo institu-
cional como en sus legislaciones.

Con el paso del tiempo se hizo un replantea-
miento general con el propósito de fortalecer la 
garantía de efectividad y el derecho de los ciuda-
danos para acceder a toda la información públi-
ca, pero no tanto así a los órganos responsables 
de garantizar el acceso a la información pública 
y la protección de datos personales.

El 20 de julio de 2007 se reforma el 6° consti-
tucional, comprometiendo a los estados y mu-
nicipios a garantizar el derecho y acceso a la 
información, ya no sólo a nivel federal, sino que 
a partir de ese momento las leyes estatales de-
berían tener un piso mínimo de transparencia y 

D E S A F Í O S  E N  L A
I N S T R U M E N T A C I Ó N
Y  C O O R D I N A C I Ó N  D E
L O S  S I S T E M A S  D E
T R A N S P A R E N C I A
Y  A N T I C O R R U P C I Ó N

Rafael Villarreal Ordóñez*

E
El derecEl derec
1977, v1977, v
de los de los 
de juniode junio

* Licenciado en derecho con especialidad en políticas públi-
cas y cohesión social, con más de 15 años de experiencia 
en el Poder Legislativo. Línea de investigación dentro del 
CESOP: administración pública federal. Correo electrónico: 
rvillarreal@cesop.mx

Desafíos en la instrumentación y...
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acceso a la información pública, y un año como 
plazo para adecuarse a ello.

En 2012, por acuerdo del Senado de la Repú-
blica, se abrió un proceso de consulta pública 
a la sociedad civil y se sometieron todas las ini-
ciativas al escrutinio público. Se invitó a acadé-
micos, especialistas, órganos garantes locales, 
así como a las dependencias del sector público 
federal y local, las que, como sujetos obligados, 
tienen experiencia sobre la instrumentación de 
las legislaciones anteriores. Fue entonces cuan-
do se dotó  nalmente de autonomía plena a los 
órganos garantes, el federal y de las entidades 
de la república, para que tuvieran no sólo perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios, sino tam-
bién independencia de los sujetos obligados, ya 
que varios órganos de transparencia se encon-
traban subordinados al Poder Ejecutivo local. 

Cronología hacia el Sistema 
Nacional Anticorrupción
El 7 de febrero de 2014 se publicó en el Diario 
O  cial de la Federación el Decreto por el que 
se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de transparen-
cia, por medio del cual se amplían los suje-
tos obligados frente a los cuales se ejerce el 
derecho de acceso a la información pública; 
se sientan las bases para articular un Sistema 
Nacional de Transparencia; y se brinda auto-
nomía constitucional a los órganos garantes 
federal y estatales, ampliando sus facultades 
y competencia.

El 4 de mayo de 2015 se publica en el Diario O  -
cial de la Federación la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública 
orientada, en resumen, a homologar el ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública 
en todo el país.

El nuevo modelo de la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública agregó 
novedosos elementos como:

1. Los principios base de la actividad de los 
organismos garantes en materia de trans-
parencia y acceso a la información pública.

2. El fomento a una cultura de la transparen-
cia y de la rendición de cuentas, la cual se 

implementará por conducto de los órganos 
garantes federal y estatales.

3. El establecimiento de una Plataforma Na-
cional de Transparencia, herramienta elec-
trónica que concentrará armónicamente 
los subsistemas de solicitudes de acceso, 
obligaciones de transparencia y los medios 
de impugnación, articulando a los distintos 
sujetos obligados y organismos garantes.

4. La ampliación de las obligaciones comunes 
de los sujetos obligados; el fortalecimiento de 
la estructura, organización y funcionamiento 
de los organismos garantes.

5. La previsión de nuevos recursos o medios 
de impugnación, como el recurso de in-
conformidad ante el Instituto, la facultad de 
atracción por parte del mismo, y el recurso 
de revisión tratándose de asuntos jurisdic-
cionales de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, y el recurso de revisión en mate-
ria de seguridad nacional que conocerá este 
máximo órgano jurisdiccional. 

6. Así como la inclusión de medidas de apre-
mio y sanciones en caso de incumplimiento 
de las obligaciones legales.

El 27 de mayo de 2015 se publicó la reforma 
constitucional que creó el Sistema Nacional An-
ticorrupción (SNA) como instancia de coordina-
ción entre autoridades de todos los órdenes del 
gobierno.

El 19 de julio de 2016, en periodo extraordinario de 
la LXII Legislatura, se aprobaron siete paquetes de 
legislación secundaria: (1) la expedición de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, 
que establece las responsabilidades administra-
tivas y la obligación de los servidores públicos de 
presentar declaraciones patrimonial, de con  icto 
de intereses y  scal; (2) la expedición de la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración, así como reformas a la Ley de Coordi-
nación Fiscal y a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, con el  n de fortalecer a la Audi-
toría Superior de la Federación para el combate 
de la corrupción; (3) la transformación del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa hacia 
el nuevo Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, que ahora podrá sancionar por faltas graves, 
tanto a servidores públicos como a particulares; 
(4) reformas a la Ley Orgánica de la Procuradu-
ría General de la República, que crean la Fisca-
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lía Especializada de Combate a la Corrupción, 
como órgano autónomo para investigar y perse-
guir actos de corrupción; (5) Reformas al Código 
Penal Federal, estableciendo las sanciones que 
serán acreditables a quienes cometan actos de 
corrupción: servidores públicos y particulares; (6) 
Reformas a la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, fortaleciendo a la Secretaría de 
la Función Pública para la prevención y comba-
te de la corrupción; y 7) la expedición de la Ley 
General del Sistema Nacional Anticorrupción, que 
establece las bases de coordinación del SNA, a ni-
vel federal y local, así como las características del 
Sistema Nacional de Fiscalización y de la Plata-
forma Digital Nacional. 

Sistema Nacional 
Anticorrupción (SNA)
A partir de la expedición de la Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción, ¿cuál ha sido 
la ruta de la puesta en marcha del SNA? Dicha ley 
es el ordenamiento que distribuye competencias 
y funciones, crea órganos y mecanismos de co-
ordinación entre ellos, establece los per  les de 
los servidores públicos y determina el método 
para seleccionarlos. En ese sentido, el jueves 12 
de octubre de 2016, el Senado de la República 
aprobó, por 91 votos a favor y dos abstenciones, 
a los responsables de seleccionar a los integran-
tes del Comité de Participación Ciudadana (CPC) 
del SNA, es decir, la Comisión de Selección.

La Comisión de Selección, a su vez, fue la en-
cargada de la totalidad de procesos para la 
selección de los integrantes del Comité de Par-
ticipación Ciudadana. Así, el 30 de enero de 
2017, sus integrantes votaron en sesión pública 
para elegir a los cinco ciudadanos y ciudadanas 
que integrarán el primer Comité de Participación 
Ciudadana del Sistema Nacional Anticorrupción, 
entendiéndolo como la única  gura ajena a la ad-
ministración pública que será parte de la estruc-
tura que combatirá la corrupción en el país.

De tal suerte, sus integrantes son:1 Mariclai-
re Acosta Urquidi, Alfonso Hernández Valdez, 
José Octavio López Presa, Luis Manuel Pérez de 
Acha, y como presidenta, Jacqueline Peschard 
Mariscal.

1 Fundamentación y argumentación expuesta por Edna Jai-
me en su calidad de Coordinadora de la Comisión de Selec-
ción. 

La decisión unánime de la Comisión para la in-
tegración del Pleno del primer CPC y la duración 
de cada uno en el cargo será como se muestra 
en el Cuadro 1.

La doctora Jacqueline Peschard Mariscal,2 quien 
también preside el Comité Coordinador,3 ha di-
cho que su propósito es que en este periodo 
inicial del SNA se integren los estatutos, organiza-
ción interna, la Secretaría Ejecutiva, mientras el 
Congreso termine de realizar los nombramientos 
que hacen falta, como el  scal anticorrupción, 
además de que concluya la homologación del 
andamiaje jurídico en el interior del país.

Recursos
Es sabido que los cinco miembros del Comité 
de Participación Ciudadana inician funciones sin 
fondos ni recursos. Sin sede ni estructura admi-
nistrativa, el SNA está en gestación, y su presiden-
ta dice desconocer el costo que tendrá empezar 
a operar plenamente.

Hasta el momento, lo único que existe es un 
anexo del Presupuesto de Egresos para el ejer-
cicio  scal de 2017, que no es público, en el que 
se establece una asignación de 147 millones de 
pesos para la conformación de la Secretaría Eje-
cutiva del SNA.

Por otro lado, a pesar de que la doctora Peschard 
ha dicho que el SNA será austero y no implicará 
una carga burocrática, un informe del Centro de 
Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara 
de Diputados4 señala que el SNA costará más de 
mil 500 millones de pesos. El estudio establece 
que se requieren 155.9 millones de pesos para la 
creación de nuevas salas en el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa; así como 137.9 mi-
llones de pesos para la Fiscalía Especializada 
en Delitos de Corrupción. También se requieren 
22.8 millones de pesos para crear la estructura 
del Secretariado Ejecutivo del Sistema; 22 millo-
nes para desarrollar la plataforma tecnológica y 

2  Licenciada en sociología y maestra en ciencias políticas 
por la UNAM y doctora en ciencias sociales por El Colegio de 
Michoacán.
3 Instancia que tiene como función vincular al sistema con 
organizaciones académicas y de la sociedad civil.
4 “Valoración del impacto presupuestario. Sistema Nacional 
Anticorrupción”, Centro de Estudios de las Finanzas Públi-
cas, CEFP/IPP/ 2016. En [http://bit.ly/2cS8RED].
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15.2 millones de pesos para pagar los sueldos 
de los cinco especialistas que conformen el Co-
mité de Participación Ciudadana.

En ese sentido, la doctora Peschard ha comenta-
do que para determinar el sueldo de los miembros 
del Comité, añade, se tomará como parámetro 
el de los consejeros profesionales del Coneval:5 
“[…] Los recursos deberán ser algo muy vigilado, 
muy controlado y muy transparente”.

Ahora bien, ex profeso para la disección del 
tema se realizó el foro “Transparencia y rendi-
ción de cuentas: los desafíos de México en el 
siglo XXI”, organizado por el Centro de Estudios 
Sociales y de Opinión Pública, el 23 de no-
viembre de 2016, en la Cámara de Diputados, 
en donde los panelistas coincidieron en que el 
monto destinado al SNA por parte del gobierno 
es mucho menor al costo que representa la co-
rrupción en México. Tal cual lo comentó el doc-
tor Manuel Luciano Hallivis Pelayo, ponente del 
foro, y actual  nalista para ocupar el cargo de 
 scal anticorrupción.

Ahora bien, ¿cómo se justi  ca la inversión en el 
SNA? La corrupción en México es un monstruo de 
mil cabezas. ¿A qué monto equivaldría la suma-
toria de lo gastado en mordidas o actos de co-
rrupción? Con datos expuestos en el foro —que 
abrevan del Banco de México, el Banco Mundial 

5 Sitio web del Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social (Coneval).

y Forbes— hablan de aproximadamente 9% del 
producto interno bruto: 1.5 billones de pesos 
anuales. Por supuesto, cantidad muy superior al 
costo que pudiese tener el Sistema Nacional An-
ticorrupción en pleno funcionamiento.

Siguientes pasos
Con la reforma constitucional que dio lugar a la 
creación de la Fiscalía General de la República 
(FGR) —órgano constitucional autónomo que re-
emplaza a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca (PGR)— nació también la Fiscalía Especializada 
en Materia de Delitos Relacionados con Hechos 
de Corrupción.

En las reformas a la Ley Orgánica de la PGR que 
se publicaron como parte del paquete del SNA, se 
incluyó a esta Fiscalía Anticorrupción en su es-
tructura. En la discusión y negociaciones parla-
mentarias, la sociedad civil pretendía la creación 
de la Ley de la Fiscalía General de la República 
para dar certeza al nacimiento de la Fiscalía en-
cargada de investigar hechos de corrupción. En 
lugar de esto, se reformó la Ley Orgánica de la 
PGR para establecer las funciones, estructura y 
atribuciones de la Fiscalía Anticorrupción.6 

Finalmente, mientras se realizan las compare-
cencias de los aspirantes a  scal anticorrup-
ción, hay voces en el Senado de la República 

6 Con información de la ponencia dictada por el Sen. Alejan-
dro Encina Rodríguez, el 6 de marzo de 2015, en el marco 
del ciclo de conferencias que organizó la Contraloría del Po-
der Legislativo del Estado de México.

Nombre Duración en el cargo

Jacqueline Peschard Mariscal
1 año. Será la primera presidenta 
del CPC, quién además, presidirá 
el Comité Coordinador del SNA

Mariclaire Acosta Urquidi 2 años

José Octavio López Presa 3 años

Luis Manuel Pérez de Acha 4 años

Alfonso Hernández Valdez 5 años
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que proponen hacer nuevos ajustes constitu-
cionales y legales para fortalecer el combate 
a los hechos corruptos, como crear un nuevo 
modelo de procuración de justicia, replantear el 
per  l del  scal general de la república y modi  -
car el mecanismo de designación tanto de este 
funcionario como de los  scales especializados 
en materia electoral y en combate a la corrup-
ción.7 Incluso, el senador Juan Carlos Romero 
Hicks (PAN) explicó recientemente que propon-
drá un segundo paquete de leyes, entre las que 
se encuentren una de obra pública, una de ad-
quisiciones y una de salarios máximos.

Se trata, en lo general, del desacuerdo de orga-
nizaciones civiles y expertos, que han puesto en 
entredicho el proceso de selección del  scal an-
ticorrupción a cargo del Senado, quienes se han 
pronunciado por hacer más e  ciente el proceso, 
transparente, amén de argüir que la metodología 
acordada no permite evaluar a los aspirantes de 
manera óptima.

7 Con información del documento “Ruta para la implementa-
ción del Sistema Nacional Anticorrupción”, septiembre 2016, 
IMCO/Transparencia Mexicana: http://imco.org.mx/wp-con-
tent/uploads/2016/09/2016-SNA-Documento_Completo.pdf

Al cierre de este artículo han comparecido en 
el Senado 23 aspirantes a  scal anticorrupción. 
Como lo informa el propio Luis Carlos Ugal-
de (integrante del comité de acompañamiento 
ciudadano que evaluó los per  les), se había re-
comendado a cuatro personas que a su juicio 
“contaban con la experiencia, los conocimien-
tos, la visión, los valores y el liderazgo para en-
cabezar el cargo”. 

El ex consejero presidente del IFE de  ende que 
“aunque se ha cuestionado que el  scal antico-
rrupción carecerá de la autonomía su  ciente para 
realizar su función sin interferencia política, se trata 
de un paso adelante respecto a la forma como la 
Procuraduría General de la República atiende ac-
tualmente las denuncias de actos de corrupción”.8

Así las cosas, nos inquieta saber, ¿para cuán-
do contará el país con una Fiscalía de calidad? 
¿Habrá nuevas modi  caciones que interrumpan 
la ruta de implementación del SNA?

8 Sistema Nacional Anticorrupción, Presidencia de la Repú-
blica. En [http://www.gob.mx/presidencia/articulos/sistema-
nacional-anticorrupcion], última actualización: julio 2016.
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S I S T E M A  N A C I O N A L
A N T I C O R R U P C I Ó N  C O M O
M E C A N I S M O  D E
R E N D I C I Ó N  D E  C  U E N T A S

Omar Cortés Macías
D

Introducción
Ya es inminente. El Sistema Nacional Antico-
rrupción entrará en funciones, periódicamen-
te, antes de que concluya el primer semestre 
de 2017. Este documento pretende exponer 
la problemática ostensible sobre el fenóme-
no de la corrupción en México, con objeto 
de visibilizar los retos que deberá enfrentar 
el nuevo organismo. Asimismo, se exponen 
algunos criterios de percepción obtenidos 
en el levantamiento de la encuesta “Trans-
parencia y rendición de cuentas 2016”, reali-
zada por el CESOP, viables de aplicación para 

el buen funcionamiento del SNA. Comentario preliminar
Al correr 2016, investigaciones periodísticas y 
de organizaciones civiles desenmascararon un 
entramado de corrupción en las administracio-
nes federal y estatales. Pasando por escándalos 

* Pasante de la licenciatura de relaciones internacionales, 
FCPyS, UNAM. Líneas de investigación: transparencia y ren-
dición de cuentas, fenómenos sociopolíticos nacionales e 
internacionales. Correo electrónico: torrijos_@hotmail.com

Y
Ya es inminYa es inmin
rrupción enupción 
te, antes deante
de 2017. E01

Transparencia electoral 

en México
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tales como el de “la casa blanca”, los mexicanos 
implicados en “Los papeles de Panamá”, los re-
cientes casos de posible soborno por parte de 
la empresa Odebrecht a funcionarios públicos 
de México, hasta la implicación de exgoberna-
dores por presuntas responsabilidades por co-
rrupción durante sus administraciones: son 11 
los exgobernadores implicados y varios funcio-
narios públicos señalados por presuntos actos 
de corrupción durante su periodo de gobierno. 
Los posibles desfalcos que pueden representar 
cientos de miles de millones de pesos en afec-
taciones al erario simbolizan la evidencia más 
grotesca de la impunidad con la que opera nues-
tro sistema político. En suma, lo cotidiano es la 
impunidad y/o que ni siquiera existen procesos 
legales formales por estos hechos.

Los actos de corrupción despiden un mensaje 
tácito de cinismo y descaro frente al contexto 
de desigualdad, la falta de oportunidades, una 
violación sistemática a los derechos humanos, 
carencia de derechos sociales y, sobre todo, el 
agravamiento de la pobreza en la que se en-
cuentra más de 50% de la población en México.
Muchos son los factores preocupantes en tor-
no a la corrupción. El primero y, posiblemente, 
el más grave es el hecho de que las investiga-
ciones que revelaron las redes de corrupción en 
2016 no fueron descubiertas por los órganos de 
 scalización que se supone debieron haberlo he-
cho. Ello puede ser un indicador de lo fallido de 
las instancias de  scalización de las que dispone 
actualmente nuestro país; es decir, en caso de 
que los órganos de  scalización hubiesen he-
cho alguna observación o recomendación, sería 
prueba fehaciente de la falta de autonomía jurí-
dica y de atribuciones para evitar y sancionar la 
corrupción. Esto tuvo que ser corregido inmedia-
tamente.

¿El factor de más peso? La impunidad con 
que operan y evaden la justicia los cárteles de 
la política en México, pues saben que pueden 
desaparecer sin dejar rastro y evadir sus respon-
sabilidades.

Otro de igual gravedad es el mensaje que se en-
vía a la sociedad en general, la noción que  ota, 
generada por los hechos: la convicción de que 
un acto de corrupción se resuelve con más co-
rrupción. ¿Cómo? La mordida resuelve. En Méxi-

co es fácil sobornar a las autoridades judiciales 
o responsables de la impartición de justicia. En 
la medida que los propios gobernantes sean los 
artí  ces coludidos en los casos de corrupción, 
las conductas sociales tampoco podrán ser co-
rregidas.

Perspectivas y prospectivas 
para el combate a la corrupción
Para el sistema político de México la creación 
del SNA representa la oportunidad para regene-
rar el sistema institucional de nuestro país, y con 
ello fortalecer nuestro régimen político. México 
posee su  ciente territorio, recursos, capital in-
telectual y fuerza de trabajo para ampliar sus 
capacidades, riquezas y fortalezas; lamentable-
mente la historia de nuestro país nos ha demos-
trado que sin importar el modelo económico, 
exitoso o no, las brechas de desigualdad no se 
han reducido signi  cativamente, ya que existen 
elementos como la corrupción, la impunidad y la 
falta de acceso a la justicia que representan una 
constante que ha determinado la perdurabilidad 
en el tiempo y espacio del malestar sociopolíti-
co de México, lo que re  eja daños estructurales 
en nuestra sociedad, siendo los más funestos la 
pobreza, la falta de oportunidades, la vulnera-
bilidad de los derechos sociales, entre muchos 
otros fenómenos.

El gran malestar sociopolítico de nuestro país ha 
provocado una especie de resignación social o 
tolerancia hacia la corrupción, que podría enten-
derse como si se tratara de un malestar integra-
do en el sistema que no puede acabarse y que 
jamás desaparecerá.

El pesimismo social hacia los esfuerzos en el 
combate a la corrupción son preocupantes. La 
encuesta “Transparencia y rendición de cuen-
tas”, realizada por el CESOP,1 muestra que 69% 
de los entrevistados dijeron que el Sistema Na-
cional Anticorrupción es muy necesario; sin em-
bargo, sólo le genera con  anza a 13%, un poco 
a 27% y a 58% nada o casi nada. Asimismo, 
más de 70% considera que a las personas impli-

1 Encuesta telefónica nacional “Transparencia y rendición 
de cuentas”, CESOP (2016). Disponible en [http://www5.di-
putados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/
CESOP/Opinion-Publica/Encuestas/Encuesta-telefonica-na-
cional-Transparencia-y-Rendicion-de-cuentas] (consulta: 7 
de marzo de 2017).
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cadas en actos de corrupción puede ser que no 
se les castigue si tienen dinero para corromper 
a quienes dictan sentencias, 21% dice que en 
ocasiones y sólo 7% dice que nunca. Que “en 
México no se castiga a los responsables de ac-
tos de corrupción”, lo dice 56%; “que en ocasio-
nes”, 32% y 10% “que siempre”.

Los daños ocasionados por la corrupción en 
México también se re  ejan en la degradación de 
la ética pública y la moral social. Lo que signi  ca 
que se critica pero se practica, haciendo de esta 
conducta una práctica nociva pero tolerada en el 
sistema. En este sentido, el SNA debe asumir una 
posición de cero tolerancia a la corrupción; de 
otra manera, la poca con  anza que existe hacia 
la creación de este organismo se deteriorará, y 
peor aún, la institución se convertirá en una cuo-
ta política más del sistema.

La implementación del Sistema Nacional Antico-
rrupción debe representar el elemento determi-
nante para la recomposición política, institucional, 
empresarial y social de nuestro país. No puede 
ser visto de otra manera, pues la corrupción no 
debe ser aceptada como elemento natural dentro 
de ningún sistema. En este sentido, el éxito del 
SNA será determinante para recobrar la con  anza 
ciudadana en las instituciones y en el funciona-
miento del sistema democrático.

El combate a la corrupción no puede ser entendido 
como el ejercicio único de crear redes complejas 
y extensas de leyes. Si bien se debe trabajar para 
mejorar el marco jurídico, no es el único que resta 
por realizar. En los hechos, el reto del SNA es reducir 
considerablemente la impunidad de servidores pú-
blicos, empresarios y ciudadanos corruptos, hasta 
crear un ambiente de legalidad y estado de dere-
cho en las instituciones, que pueda ser percibido 
en el día a día por todos los ciudadanos.

Para lograr los mejores resultados en el com-
bate a la corrupción se deben establecer los 
mecanismos jurídicos que permitan la plena au-
tonomía de los organismos de  scalización. La 
encuesta “Transparencia y rendición de cuen-
tas” —de la que abreva este trabajo—2 muestra 
que 66% de los entrevistados considera que los 
órganos de  scalización deben ser autónomos; 

2 Idem. 

de la misma manera, 81% considera que para 
garantizar la imparcialidad de los órganos de 
 scalización sus titulares deben ser electos por 
voto popular.

Creación de la O  cina 
de Presupuesto como 
mecanismo de rendición de cuentas
Uno de los mayores retos del SNA en el combate 
a la corrupción es el impulso para acabar con 
el manejo opaco de recursos, que en realidad 
representa una variante de la corrupción que se 
genera a través de leyes que permiten el manejo 
discrecional de recursos o su falta de transpa-
rencia. Por tanto, es fundamental lograr que el 
ejercicio del presupuesto sea e  ciente, racional 
y con absoluta transparencia. A este respecto, 
diversas organizaciones civiles han hecho algu-
nas propuestas para logar la planeación, e  ca-
cia, e  ciencia y transparencia del Presupuesto 
de Egresos de la Federación, como es el caso de 
México Evalúa y Fundar,3 que coinciden en la nece-
sidad de crear una O  cina de Presupuesto dotada 
de autonomía funcional y operativa que garantice 
objetividad y que sea ajena a intereses partidarios.

Estas organizaciones civiles argumentan que 
la creación de esta O  cina de Presupuesto es 
de gran relevancia para establecer la metodo-
logía que permita el rediseño del ciclo presu-
puestal, atendiendo el interés de la sociedad 
civil y de los ciudadanos para trasparentar y 
generar un sistema de rendición de cuentas 
mediante el involucramiento ciudadano en los 
procesos de integración presupuestal. Tam-
bién se arguye que actualmente la mayor parte 
del presupuesto se asigna a subsidios, en los 
cuales no existen reglas de operación claras, 
y las auditorías no han ayudado a mejorar el 
cumplimiento de objetivos ni a evitar la dupli-
cidad de programas.

Los especialistas de México Evalúa y Fundar han 
argumentado que con la creación de este ente 
institucional se podría decidir u organizar el pre-
supuesto, incluso en proyectos de largo alcance; 
es decir, interanuales, garantizando la su  ciencia 
presupuestal y la vigilancia estricta para el cum-

3 Foro Caucus anticorrupción, 5 de septiembre de 2016, Cá-
mara de Diputados.
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plimiento de objetivos, pues cada proyecto o pro-
grama deberá ir acompañado del soporte técnico 
y metodológico que garantice su viabilidad, ya 
que actualmente se siguen sobreestimando los 
ingresos de los que se puede disponer año tras 
año. Así pues, la O  cina ayudaría en la proyec-
ción real del crecimiento económico para evitar 
endeudamiento, pues durante este sexenio se ha 
llegado al endeudamiento más alto de la historia, 
repercutiendo en la pérdida de credibilidad de las 
instituciones  nancieras de nuestro país.

Las organizaciones que realizaron esta pro-
puesta señalan que los análisis, evaluaciones y 
recomendaciones que realice la O  cina de Presu-
puesto deben ser vinculantes con las decisiones 
del Congreso, pero además toda la información 
que se genere tiene que estar disponible para la 
ciudadanía en general, medios de comunicación 
e instituciones.

La propuesta de crear una O  cina de Presu-
puesto implica la eliminación, o bien, fusión con 
los organismos que actualmente cubren la fun-
ción; es decir, no es justi  cable la duplicación de 
funciones en la administración pública; o en todo 
caso se tendría que reestructurar y dotar de fa-
cultades a los organismos que ya existen dentro 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP) y que realizan estas funciones, para que en 
los hechos se re  eje una mejoría en cuanto a la 
planeación, e  ciencia y e  cacia del ejercicio del 
gasto del presupuesto.

Breves datos del Informe General 
de la Cuenta Pública de 2015 (ASF)
Durante la entrega del Informe General de la 
Cuenta Pública de 2015, el titular de la ASF seña-
ló que si bien se ha logrado ampliar la cobertura 
de las revisiones, respecto al universo auditable, 
se indica que el total de muestras seleccionadas 
son “equivalentes al 13.6% del gasto del sec-
tor público; 70% del gasto federalizado, 37% 
de diversos conjuntos como cuentas de balan-
ce, deuda pública y  deicomisos, entre otros, 
y 33.4% del total de los ingresos ordinarios del 
sector público presupuestario”.4

4 Mensaje del CPC Juan M. Portal, Auditor Superior de la 
Federación (15 de febrero de 2017). Auditoría Superior de 
la Federación. En [http://www.asf.gob.mx/uploads/54_
Informes_y_publicaciones/Mensaje_ASF_entrega_IRCP15.pdf] 
(consulta: 1 de marzo de 2017).

Del informe de la Auditoría Superior de la Fede-
ración5 destaca que:

• Realizó 9,524 acciones integradas por 3,956 
recomendaciones, cuyo objetivo es mejo-
rar procesos administrativos y sistemas de 
control en las entidades auditadas. También 
realizaron 392 solicitudes de aclaración, a 
través de las cuales se requiere documen-
tación adicional para soportar operaciones 
y los montos observados no justi  cados o 
no comprobados durante la revisión.

• Ante el SAT se están promoviendo 73 ac-
ciones sobre el ejercicio de la facultad de 
comprobación  scal, y ante las secretarías 
de las contralorías estatales y órganos inter-
nos de control de la administración pública 
federal y otras entidades se establecieron 
2,405 promociones de responsabilidad ad-
ministrativa sancionatoria. Se hicieron 2,680 
pliegos de observaciones y 18 multas.

• El total de recuperaciones operadas de las 
Cuentas Públicas de 2001 a 2014 es de 
108,886 mdp, cifra que representa 47 veces 
el presupuesto que se asigna a la ASF. En 
lo concerniente a las auditorías practicadas 
sobre la Cuenta Pública de 2015, las recu-
peraciones ascienden a 2,871 mdp; esta 
cantidad se incrementará conforme trans-
curra el plazo de atención a las observacio-
nes efectuadas.

• En cuanto a otro tipo de acciones, la ASF ha 
presentado ante el Ministerio Público Fe-
deral un total histórico de 741 denuncias 
de hechos. Cabe resaltar que 695 se han 
presentado a partir de 2011 como parte de 
las irregularidades detectadas a diversas 
Cuentas Públicas. Para la correspondiente a 
2015, las denuncias se presentarán cuando 
se cuente con los elementos que establece 
el artículo 31 de la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación.

• En el agregado histórico derivado de la  s-
calización del gasto federalizado, de los 175 
mil mdp registrados como montos pendien-
tes de aclarar de las Cuentas Públicas de 
2011 a 2014, se han logrado solventar más 
de 29 mil mdp, lo que implica un remanente 
de 146,265 mdp, cifra que debe ser adicio-
nada con el monto de lo observado en la 

5 Idem.
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Cuenta Pública de 2015, por 64,716 mdp, 
más lo correspondiente a los procesos re-
sarcitorios por 5,475 mdp, lo que arroja un 
total de 216,456 mdp pendientes de solven-
tar, y que equivale al monto asignado en un 
año a la mitad de las entidades federativas, 
o al 20% del total de los fondos y progra-
mas del gasto federalizado 2015.

El portal de la ASF6 tiene publicado que, con fecha 
de corte 28 de febrero de 2017, ha presentado 
762 denuncias penales, por las Cuentas Públicas 
1998-2014, así como por la simulación de rein-
tegros. Asimismo, el informe presenta un reporte 
histórico de denuncias de hechos presentadas 
por la ASF, con corte al 31 de enero de 2017.

El Cuadro 1 muestra que desde 1998 existe una 
posible afectación al erario por más de 41 mil 
mdp. El volumen de dinero por el posible daño 
es equivalente a una cuarta parte de los recursos 
que hubieran impactado a las  nanzas públicas 
de no haber aplicado el gasolinazo en enero de 
2017, de acuerdo con los datos expresados en 
el discurso del presidente de México, Enrique 
Peña Nieto, el 5 de enero de este año.

La Auditoría Superior de la Federación establece 
que el daño a las arcas públicas se puede ma-
nifestar en:

 Desvío de recursos,
 desperdicio por bienes adquiridos no utili-

zados,
 Pagos en exceso, o aquellos que se realizan 

sin que se acredite la entrega de bienes o la 
prestación de servicios,

 Otorgamiento de apoyos a quienes no cum-
plen con los requisitos para ser considera-
dos bene  ciarios de algún programa,

 Recursos no reintegrados a la Tesorería de 
la Federación (Tesofe), y

 Distintas prácticas que dan como resul-
tado que el Estado deje de percibir algún 
tipo de ingreso (como la comercialización 
de productos a costos menores a los de su 
producción o la de  ciencia en el cobro de 
derechos).

6 Denuncias penales presentadas por la ASF, Cuentas Públi-
cas 1998-2014. Auditoría Superior de la Federación (2017). 
En [http://www.asf.gob.mx/Section/65_Denuncias_penales] 
(consulta: 1 de marzo de 2017).

Los subejercicios representan otra área donde 
la ASF ha encontrado constantes y elevadas irre-
gularidades en el gasto federalizado, “ya que se 
registra que existen recursos que se aplican has-
ta muy avanzado el siguiente año, incluso, hay 
casos de recursos no ejercidos correspondien-
tes a ejercicios anteriores al que se  scaliza”.7 A 
este respecto, el informe de la ASF señala que los 
cinco fondos y programas que tuvieron un mayor 
subejercicio, en términos relativos, respecto del 
monto asignado a los entes  scalizados fueron: 

 Proyectos de Desarrollo Regional (73.9%),
 Programa de Fortalecimiento de la Calidad 

en Instituciones Educativas (69.2%),
 Prospera, Programa de Inclusión Social 

(componente de salud) (65.2%),
 Programa para el Desarrollo Profesional Do-

cente (64.7%); y
 Programa de Expansión en la Oferta Educa-

tiva en Educación Media Superior y Supe-
rior (59.8%).

El importe observado por concepto de sub -
ejercicio en los fondos, programas y entes  s-
calizados en 2015 ascendió a 33,449.1 mdp. Al 
respecto la propia ASF considera que “La exis-
tencia de recursos no ejercidos o no aplicados 
con oportunidad es injusti  cable ante carencias 
sociales apremiantes, como la insu  ciente dis-
ponibilidad de medicinas en las unidades de 
salud, personas sin acceso a servicios básicos, 
infraestructura educativa en condiciones inade-
cuadas y población que debe seguir en espera 
para la atención de sus demandas de servicios, 
entre otras situaciones”.8 

Por otro lado, el mismo Informe General de la 
Cuenta Pública 2015 de la Auditoría Superior de 
la Federación realiza un listado de 149 propues-
tas de modi  cación a disposiciones normativas 
de diversos instrumentos jurídicos, de las cua-
les 29 corresponden a mejoras a la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 
(LFPRH); 16 a la Ley de Coordinación Fiscal (LCF); 11 
a la Ley General de Conta bilidad Gubernamental 
(LGCG); tres a la Ley de Asociaciones Público Pri-

7 Informe General Cuenta Pública 2015. Auditoría Superior 
de la Federación (2017), Disponible en: http://www.asf.gob.
mx/Trans/Informes/IR2015i/Documentos/InformeGeneral/
ig2015.pdf (fecha de consulta: 6 de marzo de 2017).
8 Idem.
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vadas (LAPP) y 90 a otros ordenamientos. Esta lis-
ta de propuestas de modi  cación a instrumentos 
normativos expone punto por punto los efectos y 
bene  cios que traería el atender oportunamente 
las recomendaciones de la ASF.

En este sentido, la atención que se brinde a las 
recomendaciones de modi  cación de instrumen-
tos normativos que realiza la ASF será determinan-
te para comprender el grado de compromiso que 
tiene el Estado frente al combate a la corrupción 
de nuestro sistema político, ya que las recomen-
daciones se basan en situaciones recurrentes, 
con carácter estructural, y se han identi  cado 
durante diversos ejercicios en las auditorías que 
realiza ese órgano de  scalización.

Por lo anterior, es preciso cuestionar los alcances 
que debe tener el SNA, no sólo como órgano  s-
calizador o perseguidor, sino como entidad opti-
mizadora de procesos institucionales, atendiendo 
la e  ciencia, e  cacia y calidad de los servicios y 
funciones que brinda el Estado, así como como 
órgano preventivo de la corrupción. En este sen-
tido, es imperante crear un mecanismo jurídico 
para que los resultados de las investigaciones, 
auditorías y revisiones que realice este SNA, la ASF, 

así como los órganos generales de  scalización 
estatales, sean vinculantes para modi  car, mejo-
rar y optimizar las leyes, de tal suerte que el marco 
jurídico atienda la realidad estructural de nuestro 
sistema, ex profeso de las fallas identi  cadas por 
los análisis de los órganos de  scalización, y a 
partir de ello establecer los mecanismos o canda-
dos legales para el combate a la corrupción y un 
e  ciente y e  caz ejercicio del presupuesto.

Una mirada a la “percepción 
de la corrupción 2016”
Durante 2016 México descendió 28 posiciones en 
el Índice de Percepción de la Corrupción, publica-
do por Transparencia Mexicana y Transparencia 
Internacional.9 En esta evaluación, México obtuvo 
una cali  cación de 30 puntos en una escala de 0 a 
100, donde 0 es el país peor evaluado en corrup-
ción y 100 es el mejor evaluado en la materia.

Así, México se mantiene como el país peor eva-
luado dentro de los miembros de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 

9 “Reformas legislativas no logran frenar caída en índice de 
Percepción de la Corrupción”, Transparencia Mexicana. En 
[http://www.tm.org.mx/ipc2016/] (fecha de consulta: 8 de 
marzo de 2017).

Fuente: Informe General Cuenta Pública 2015, ASF.

Cuadro 1. Denuncias de hechos ASF
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(OCDE). La posición de México frente a la co-
rrupción a nivel mundial nos ubica a cuarenta 
posiciones entre sus principales socios y com-
petidores económicos como son China, India y 
Brasil.10 

Transparencia Mexicana señala que “las refor-
mas anticorrupción y la primera etapa de imple-
mentación del Sistema Nacional Anticorrupción 
no fueron su  cientes para reducir el efecto de 
los continuos escándalos de corrupción en todo 
el país y frenar la caída de México en el Índice de 
Percepción de la Corrupción”.11 La observación 
es que, además del robustecimiento del marco 
legal e institucional, se deben emprender accio-
nes sistemáticas para desmantelar las redes de 
corrupción que afectan a las instituciones públi-
cas de nuestro país, y evitar que acciones de co-
rrupción queden impunes.

Colofón
La puesta en marcha del Sistema Nacional 
Anticorrupción es la oportunidad para nuestro 
régimen político para que a través de acciones 
contundentes la ciudadanía recobre la con  an-
za en las instituciones para transmutar un ciclo 
de conductas dañinas que han representado 
un obstáculo para mejorar la competitividad 
económica, la e  ciencia de políticas de desa-
rrollo social y el progreso hacia una sana de-
mocracia.

Si bien es cierto que la creación del SNA es un 
buen paso en el combate a la corrupción, los 
esfuerzos no deben cesar para optimizar su fun-
cionamiento, pero sobre todo los criterios no se 
deben limitar a pensar que se avanzó un poco; 
es decir, se tienen que crear las condiciones para 
impulsar las acciones necesarias y no sólo las 
indispensables, de otra manera no será posible 
transformar la situación de corrupción que impe-
ra en nuestro país.

Entre algunos de los criterios que fueron evalua-
dos en la encuesta “Transparencia y rendición de 
cuentas 2016” del CESOP,12 relacionados con la 
aplicación de nuevas prácticas para el combate 
a la corrupción, podemos mencionar:

10 Idem.
11 Idem.
12 Encuesta telefónica nacional “Transparencia y rendición 
de cuentas”, CESOP, 2016.

 Casi 70% de las personas está de acuerdo 
con que se debe proteger a los servidores 
públicos honestos, 72% cree que es nece-
sario evaluar las conductas de los servido-
res públicos, aun en su vida privada.

 Se debe permitir que organizaciones de la 
sociedad civil auditen los recursos que re-
ciben los partidos políticos; así lo considera 
75% de los encuestados.

 Ocho de cada 10 opinan que para reducir 
la corrupción se debe ampliar la oferta de 
licenciaturas, posgrados especializados en 
administración pública y combate a la co-
rrupción.

 Respecto a los casos de enriquecimiento ilí-
cito, 75% de los encuestados opina que se 
debe aplicar la extinción de dominio.

 72% considera que para e  cientar el com-
bate a la corrupción es necesario reformar 
el Sistema Judicial.

 86% considera que se deben abrir espa-
cios para que ciudadanos u organizaciones 
ciudadanas puedan integrarse al trabajo de 
auditoría que realizan los órganos de  scali-
zación.

 Respecto a la elección del Fiscal General de 
la República, 52% de los entrevistados cree 
que debe ser propuesto por el Senado o la 
academia y electo por voto popular, frente 
a 15% que considera que el proceso debe 
seguir como hasta ahora.

 La evaluación del desempeño en el cum-
plimiento de objetivos de un funcionario 
público debe determinar su permanencia o 
salida de su cargo público; así lo considera 
82% de los ciudadanos.

 75% de los encuestados está de acuerdo 
con que se debe institucionalizar el servicio 
profesional de carrera como vía para de-
sempeñar un cargo como servidor público.

En suma, lo ideal es mantenerse creativos y 
analíticos. Emprender acciones innovadoras 
para lograr plena autonomía de los órganos 
de  scalización, con el mejor de los funciona-
mientos. Vale la pena evaluar si los mecanismos 
actuales para la selección de los titulares de es-
tos organismos garantizan su autonomía. De lo 
contrario, es preciso llevar a cabo los cambios 
necesarios para que así suceda. De no lograrse, 
va en prenda el buen funcionamiento de este 
organismo.
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